
ÁREA DE SERVICIOS DE INVESTIGACIÓN Y 
SEGUIMIENTO PRESUPUESTAL 

“Decenio de la Igualdad de Oportunidades para mujeres y hombres” 
“Año de la recuperación y consolidación de la economía peruana” 

  
 
 

REPORTE TEMÁTICO N ° 145/2024-2025-ASISP/DIP 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 

DETENCIÓN PRELIMINAR 
Legislación comparada 

 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 

Lima, 2 de abril de 2025 
 
 
 
 
 
 
 
  



 
 

PRESENTACIÓN 
 
 
El Departamento de Investigación Parlamentaria, a través del Área de Servicios de 
Investigación y Seguimiento Presupuestal, ha elaborado el Reporte Temático N.º 
145/2024-2025-ASISP/DIP, referido a la detención preliminar. 
 
Sobre la materia se consigna información sobre la legislación vigente en: Argentina, 
Bolivia, Chile, Colombia, Ecuador, México, Panamá y Perú. 
 
Para la elaboración se ha consultado la información disponible en fuentes oficiales sobre 
la materia; cuyas referencias se consignan en el documento. 
 
Esperamos poder brindar información que contribuya a la labor parlamentaria. 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 
 



1. La detención preliminar 
 

En el Informe Defensorial N° 220 de la Defensoría del Pueblo, se señala lo siguiente: 
 

(…) 
 
La libertad personal es un derecho fundamental reconocido en nuestra 
Constitución Política y en tratados internacionales de derechos humanos. La 
situación de las personas privadas de libertad, dada su condición de grupo de 
especial protección, es objeto de interés y preocupación para nuestra institución. 
 
La Constitución señala que las personas pueden ser detenidas únicamente en 
dos circunstancias: “por mandato escrito y motivado de un juez o por las 
autoridades policiales en caso de flagrante delito”; asimismo, establece que la 
detención no durará más del tiempo estrictamente necesario para la realización 
de las investigaciones y, que el detenido debe ser puesto a disposición del 
juzgado correspondiente, dentro del plazo máximo de detención. 
 
Ahora bien, respecto a la duración de la detención, el Tribunal Constitucional, 
como máximo intérprete de la Constitución, ha señalado en su precedente 
vinculante recaído en el Expediente n.° 6423-2007-PHC-TC5, que: “la 
Constitución establece un plazo máximo, de carácter absoluto, cuyo cómputo es 
inequívoco y simple, pero no es el único, pues existe también el plazo 
estrictamente necesario de la detención”. 
 
El TC ha sido enfático al señalar que resulta lesivo al derecho a la libertad 
personal la privación de ésta en los supuestos donde ha transcurrido el plazo 
máximo que señala la Constitución, o cuando, estando dentro de dicho plazo, se 
ha rebasado el plazo estrictamente necesario. Añade en sus fundamentos que, 
en ningún caso la detención debe superar el plazo máximo que establece la 
Constitución y que “toda detención que supere el plazo estrictamente necesario, 
o el plazo preestablecido, queda privada de fundamento constitucional”. 
 
Ahora bien, el TC define como regla procesal que: “El derecho a ser puesto a 
disposición judicial dentro del plazo estrictamente necesario de la detención o 
dentro del plazo máximo de la detención resulta oponible frente a cualquier 
supuesto de detención o privación de la libertad personal que se encuentre 
regulado por el ordenamiento jurídico (detención policial, detención preliminar 
judicial, etc.)”. 
 
Al respecto, el TC ha sido claro en señalar en el referido precedente vinculante 
que no solo se trata de poner a disposición del juez competente a la persona 
detenida, sino que se resuelva su situación jurídica dentro del plazo máximo de 
detención, esto es, que se defina si se dispondrá su libertad o si se ordenará 
alguna otra medida de coerción personal prevista en la ley: 
 
“(…) queda claro que toda persona detenida debe ser puesta a disposición del 
juez competente dentro del plazo máximo establecido, y es que, si vencido dicho 
plazo la persona detenida no hubiera sido puesta a disposición judicial, aquella 
detención simplemente se convierte en ilegítima. En efecto, por la obviedad del 
hecho, toda detención que exceda del plazo máximo automáticamente se 
convierte en inconstitucional, y la autoridad, funcionario o cualquier persona que 
hubiere incurrido en ella, se encuentra sujeta a las responsabilidades que señala 
la ley”. 
 
Sobre el derecho de las personas detenidas a que se resuelva su situación 
jurídica, el TC ha señalado en su jurisprudencia lo siguiente: 
 
“(…) este Tribunal debe señalar que la facultad de administrar justicia, conferida 
por la Norma Suprema al Poder Judicial, debe ser ejercida con la diligencia y 
celeridad debidas, pero, fundamentalmente, con arreglo a la Constitución y las 
leyes, a fin de resolver dentro de los plazos previstos por la ley procesal los 
asuntos que se conozcan, en atención a una doble perspectiva: la primera, el 



derecho de los detenidos a que se resuelva su situación jurídica lo antes posible, 
más aún si les asiste el derecho constitucional de presunción de inocencia; y la 
segunda, el derecho de la sociedad a la seguridad de la nación y a la protección 
ante los ataques de los responsables de ilícitos penales.” 
 
(…) 
 
Si bien la intervención del Estado en prevenir y combatir los delitos, puede 
implicar limitaciones al ejercicio de derechos fundamentales, como la libertad 
personal, para que estas intervenciones sean efectivas y eficientes, los 
operadores de la administración de justicia deben cumplir con los estándares 
establecidos por la Constitución y el marco del Derecho Internacional de los 
Derechos Humanos1. 
(…) 

 
 

    CUADRO 1 
     CAUSALES DE DETENCIÓN PRELIMINAR 

 

 
Fuente: Legislación de países      Elaboración: ASISP 

 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 

 
1 Diferencias entre detención preliminar y prisión preventiva 

 
El Ministerio Público, sobre el tema señala lo siguiente: 

 
 
La detención preliminar es la privación de la libertad personal de un investigado por un breve tiempo, con la 
finalidad de que este huya o fugue. Es una medida de coerción personal que se da durante la etapa de investigación 
preliminar. 
Se aplica cuando el imputado se encuentra debidamente individualizado y se cuenta información policial suficiente 
sobre su ubicación. Para ello, el fiscal solicita ante el juez que se disponga esta medida y no se necesita audiencia 
previa ni notificación del imputado. 
 
Por otro lado, la prisión preventiva es la medida que restringe la libertad personal de un investigado para asegurar 
que acuda a todas las diligencias, garantizando una adecuada investigación de los hechos durante la etapa 
preparatoria. 
Es una medida cautelar o provisional, de carácter excepcional y variable, por lo cual no significa una pena 
anticipada. Para obtener esta medida, el fiscal la solicita ante el juez de investigación preparatoria, quien luego de 
una audiencia decide si la ordena o no, tomando en cuenta tres requisitos: 
· Cuando hay motivos claros para creer que el imputado ha cometido el delito. 
· Cuando se enfrenta a una posible pena mayor de 4 años. 
· Existe peligro de fuga u obstaculiza la justicia. 
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CUADRO 2 

PLAZO 
 

 
Fuente: Legislación de países      Elaboración: ASISP 

PAÍS PLAZO

ARGENTINA Máximo 72 horas

BOLIVIA
La persona aprehendida será puesta a disposición del juez, en el plazo de 24 horas. El plazo de

duración de la detención preventiva podrá ser ampliado hasta por 48 horas.

CHILE

El detenido permanece en el recinto policial o de detención hasta el momento de la primera

audiencia judicial, por un plazo no mayor de 24 horas.

El fiscal puede dejar sin efecto la detención u ordenar que el detenido sea conducido ante el juez

dentro de un plazo máximo de 24 horas.

El Ministerio Público puede solicitar una ampliación del plazo de detención hasta por cinco días, con

el fin de que pueda solicitarse la detención previa del imputado o iniciarse el proceso de extradición.

COLOMBIA El detenido será puesto a disposición del juez dentro de las 36 horas siguientes.

ECUADOR En ningún caso la detención podrá durar más de 24 horas.

MÉXICO

Ningún indiciado podrá ser retenido por el Ministerio Público por más de 48 horas (este plazo podrá

duplicarse en aquellos casos que la ley prevea como delincuencia organizada).

Ninguna detención ante autoridad judicial podrá exceder del plazo de 72 horas.

PANAMÁ 

El Ministerio Público debe poner a disposición del Juez de Garantías al detenido dentro de las 24

horas siguientes a su recibo (nadie puede estar detenido más de 24 horas).

La detención policial dura un plazo de 48 horas o el término de la distancia.                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                       

La detención preliminar dura 72 horas.Si no se presenta un supuesto de flagrancia delictiva, pero

existan elementos razonables para considerar la comisión de un delito sancionado con pena privativa

de libertad superior a 4 años y, por las circunstancias del caso, se presenten indicios razonables de

posibilidad de fuga u obstaculización de la averiguación de la verdad, o el sorprendido en flagrante

delito logre evitar su detención, o el detenido se fugare de un centro de detención preliminar, la

detención preliminar puede durar un plazo máximo de 7 días.      

En los delitos cometidos por organizaciones criminales, la detención preliminar o la detención judicial

por flagrancia puede durar un plazo máximo de 10 días.  

La detención policial o la detención preliminar puede durar hasta un plazo no mayor de 15 días en los

delitos de terrorismo, espionaje, tráfico ilícito de drogas y delitos cometidos por organizaciones

criminales.

PERÚ



 

CUADRO 3 

DETENCIÓN PRELIMINAR-COMPARATIVO  

 
País 

 
Causales para la detención preliminar 

 
Plazos para la detención preliminar 

 

 
Derechos de las personas con detención preliminar 

Argentina *Si la persona hubiera sido sorprendida en 
flagrante delito. 
*Si se hubiese fugado de algún 
establecimiento penal o de cualquier otro 
lugar de detención. 

*La detención no podrá superar las 72 horas. 
*El representante del Ministerio Público Fiscal podrá, en forma 
excepcional y por única vez, solicitar en la audiencia, una 
prórroga del plazo de detención por razones fundadas en 
complejidad probatoria, que en ningún caso podrá exceder de 
72 horas. 

*No podrá aprehenderse a ninguna persona sin orden judicial 
(salvo flagrancia y fuga). 
*A ser informado de las razones de su aprehensión o detención. 
*A pedir que su aprehensión o detención sea comunicada en 
forma inmediata a un pariente o persona de su confianza, 
asociación o entidad; si el aprehendido o detenido fuese 
extranjero se le informará que puede pedir que su situación sea 
comunicada al representante diplomático del Estado de su 
nacionalidad. 
*A guardar silencio, sin que ello pueda ser valorado como una 
admisión de los hechos o como indicio de culpabilidad. 
*A ser asistido desde el primer acto del procedimiento por el 
defensor de su elección o por uno propuesto por una persona 
de su confianza, o en su defecto, por un defensor público. 
*A entrevistarse con su defensor en forma libre, privada y 
confidencial. 
*A prestar declaración, si así lo deseara y se encuentra 
detenido, dentro de las 72 horas de efectivizada la medida. 
*A presentarse ante el representante del Ministerio Público 
Fiscal o el juez, para que se le informe y escuche sobre los 
hechos que se le imputan. 
*A declarar cuantas veces quiera, con la presencia de su 
defensor, lo que se le hará saber cada vez que manifieste su 
deseo de hacerlo; 
*A no ser sometido a técnicas o métodos que induzcan o alteren 
su libre voluntad o a medidas contrarias a su dignidad. 
*A que no se empleen medios que impidan el libre movimiento 
de su persona en el lugar y durante la realización de un acto 
procesal, sin perjuicio de las medidas de vigilancia que en casos 
especiales y a su prudente arbitrio el juez o el representante del 
Ministerio Público Fiscal consideren necesarias. 



*A acceder a toda la información disponible desde el momento 
en que tenga noticia de la existencia del proceso. 
 

 Causales para la detención preliminar Plazos para la detención preliminar Derechos de las personas con detención preliminar 
Bolivia *Delito flagrante. 

*Suficientes indicios de que es autor o 
partícipe de un delito de acción pública 
sancionado con pena privativa de libertad, 
cuyo mínimo legal sea igual o superior a dos 
años y de que pueda ocultarse, fugarse o 
ausentarse del lugar u obstaculizar la 
averiguación de la verdad. 

*La persona aprehendida será puesta a disposición del juez, en 
el plazo de 24 horas. 
*El plazo de duración de la detención preventiva podrá ser 
ampliado a petición fundada del fiscal y únicamente cuando 
responda a la complejidad del caso. La ampliación también 
podrá ser solicitada por el querellante cuando existan actos 
pendientes de investigación solicitados oportunamente al fiscal 
y no respondidos por éste. 
*El plazo máximo será de 48 horas para la realización de la 
audiencia, bajo responsabilidad, debiendo habilitar horas y días 
inhábiles. 
 

*A ser informada de los motivos por los que se procede a su 
detención, así como de la denuncia o querella formulada en su 
contra. 
*A ser tratada con el debido respeto a su dignidad de ser 
humano. 

 Causales para la detención preliminar Plazos para la detención preliminar Derechos de las personas con detención preliminar 
Chile *Delito Flagrante. 

*El tribunal, a solicitud del ministerio público, 
podrá ordenar la detención del imputado 
para ser conducido a su presencia, sin 
previa citación, cuando de otra manera la 
comparecencia pudiera verse demorada o 
dificultada. 
*Podrá decretarse la detención del imputado 
por un hecho al que la ley asigne una pena 
privativa de libertad de crimen. 
*Se decreta la detención del imputado cuya 
presencia en una audiencia judicial fuere 
condición de ésta y que, legalmente citado, 
no compareciere sin causa justificada. 
*El tribunal, a solicitud del Ministerio Público, 
decretará la detención respecto de quien 
tenga vigente una notificación roja de la 
Organización Internacional de Policía 
Criminal. 

*Cuando la detención es por orden judicial, los agentes 
policiales conducirán inmediatamente al detenido a presencia 
del juez que expidió la orden, si ello no fuera posible por no ser 
hora de despacho, el detenido podrá permanecer en el recinto 
policial o de detención hasta el momento de la primera 
audiencia judicial, por un período que en caso alguno excederá 
las 24 horas. 
*Cuando la detención es en caso de flagrancia, el agente policial 
que la hubiere realizado o el encargado del recinto de detención 
deberá informar de ello al ministerio público dentro de un plazo 
máximo de 12 horas. 
*El fiscal podrá dejar sin efecto la detención u ordenar que el 
detenido sea conducido ante el juez dentro de un plazo máximo 
de 24 horas, contado desde que la detención se hubiere 
practicado.  
*El Ministerio Público podrá solicitar una ampliación del plazo de 
detención hasta por cinco días, con el fin de que pueda 
solicitarse la detención previa del imputado o iniciarse el 
proceso de extradición. 

*A que se le exprese específica y claramente el motivo de su 
privación de libertad y se le ponga a la vista la orden que 
dispone la detención. 
*A que el funcionario a cargo del procedimiento de detención o 
de aprehensión le informe de manera específica y clara acerca 
de los hechos que se le imputaren y los derechos que le otorgan 
la Constitución y las leyes. 
*A ser asistido por un abogado desde los actos iniciales de la 
investigación. 
*A guardar silencio o, en caso de consentir en prestar 
declaración, a no hacerlo bajo juramento.  
*A ser conducido sin demora ante el tribunal que hubiere 
ordenado su detención. 
*A solicitar del tribunal que le conceda la libertad. 
*A que el encargado de la guardia del recinto policial al cual 
fuere conducido informe, en su presencia, al familiar o a la 
persona que le indicare, que ha sido detenido o preso, el motivo 
de la detención o prisión y el lugar donde se encuentra. 
*A entrevistarse privadamente con su abogado de acuerdo al 
régimen del establecimiento de detención. 
*A tener, a sus expensas, las comodidades y ocupaciones 
compatibles con la seguridad del recinto en el que se encuentra. 
*A recibir visitas y comunicarse por escrito o por cualquier otro 
medio, salvo restricción o prohibición del fiscal. 



 
 Causales para la detención preliminar Plazos para la detención preliminar Derechos de las personas con detención preliminar 
Colombia *Cuando el delincuente sea sorprendido en 

flagrancia. 
*Riesgo inminente de que la persona se 
oculte, se fugue o se ausente del lugar 
donde se lleva a cabo la investigación.  
*Probabilidad fundada de alterar los medios 
probatorios.  
*Peligro para la seguridad de la comunidad 
o de la víctima en cuanto a que, si no es 
realizada la captura, el indiciado realice en 
contra de ellas una conducta punible. 
 

*La persona detenida preventivamente será puesta a 
disposición del juez competente dentro de las 36 horas 
siguientes, para que éste adopte la decisión correspondiente en 
el término que establezca la ley. 
 

* A invocar ante cualquier autoridad judicial, en todo tiempo, por 
sí o por interpuesta persona, el Habeas Corpus, el cual debe 
resolverse en el término de 36 horas. 
*A informarle del hecho que se le atribuye y motivó su captura y 
el funcionario que la ordenó.  
*Hacer de su conocimiento del derecho a indicar la persona a 
quien se deba comunicar su aprehensión  
(el funcionario inmediatamente procederá a comunicar sobre la 
retención a la persona que el detenido indique).  
*Derecho a guardar silencio, y a informarle que las 
manifestaciones que haga podrán ser usadas en su contra y que 
no está obligado a declarar en contra de su cónyuge, 
compañero permanente o parientes dentro del cuarto grado de 
consanguinidad o civil, o segundo de afinidad.  
*Tiene derecho a designar y a entrevistarse con un abogado de 
confianza en el menor tiempo posible, de no poder hacerlo, el 
sistema nacional de defensoría pública proveerá su defensa. 
 

 Causales para la detención preliminar Plazos para la detención preliminar Derechos de las personas con detención preliminar 
Ecuador *Delito flagrante 

*Fuga del establecimiento de rehabilitación 
social en el que se halle cumpliendo su 
condena, detenido o con prisión preventiva. 
*Se puede detener a la persona procesada 
o acusada, en contra de quien se ha dictado 
orden de prisión preventiva o al condenado 
que está prófugo. 

*En ningún caso la detención podrá durar más de 24 horas. *A ser informados de los motivos de su aprehensión. 
*Hacer de conocimiento del detenido de la identidad de la 
autoridad que la ordena la detención, los agentes que la llevan 
a cabo y los responsables del respectivo interrogatorio. 
*El detenido será informada de su derecho a permanecer en 
silencio, a solicitar la presencia de una o un defensor público o 
privado y a comunicarse con un familiar o con cualquier persona 
que indique. 
*La misma comunicación se deberá realizar a una persona de 
confianza que indique la persona detenida y a su defensor 
público o privado. 
*Si el detenido es extranjero, quien lleve a cabo la detención 
deberá informar inmediatamente al representante consular de 
su país. 
 

 Causales para la detención preliminar Plazos para la detención preliminar Derechos de las personas con detención preliminar 
México *En casos de urgencia (cuando se trate de 

delito grave así calificado por la ley) o 
flagrancia. 

*Ningún indiciado podrá ser retenido por el Ministerio Público 
por más de 48 horas (este plazo podrá duplicarse en aquellos 
casos que la ley prevea como delincuencia organizada). 

*Tendrá derecho a una defensa adecuada por abogado, al cual 
elegirá libremente y en caso negativo, el juez ordenará que se 
le nombre un defensor público y le hará saber que tiene derecho 
a ofrecer datos de prueba, así como acceso a los registros. 



*Ninguna detención ante autoridad judicial podrá exceder del 
plazo de 72 horas, a partir de que el indiciado sea puesto a su 
disposición. 

*El derecho a informar a alguien de su detención.  
*El derecho a consultar en privado con su Defensor. 
*Derecho a recibir una notificación escrita con los derechos 
establecidos en las fracciones anteriores y las medidas que 
debe tomar para la obtención de asesoría legal. 
*El derecho a ser colocado en una celda en condiciones dignas 
y con acceso a aseo personal. 
*Derecho a no estar detenido desnudo o en prendas íntimas. 
*Cuando, para los fines de la investigación sea necesario que el 
detenido entregue su ropa, se le proveerán prendas de vestir. 
*Derecho a recibir atención clínica si padece una enfermedad 
física, se lesiona o estar sufriendo de un trastorno mental. 
*En el caso de que el detenido sea extranjero, el Ministerio 
Público le hará saber sin demora y le garantizará su derecho a 
recibir asistencia consular. 
 
 
 
 

 Causales para la detención preliminar Plazos para la detención preliminar Derechos de las personas con detención preliminar 
Panamá *El delincuente sorprendido in fraganti o 

cuando sea perseguida inmediatamente 
después de su comisión. 
*Cuando la persona se haya fugado de 
algún establecimiento penal o de cualquier 
otro lugar de detención. 

*El Ministerio Público deberá poner a disposición del Juez de 
Garantías a la persona aprehendida dentro de las 24 horas 
siguientes a su recibo (nadie puede estar detenido más de 24 
horas). 
*El Juez de Garantías podrá ordenar la detención provisional de 
una persona cuando se proceda por delito que tenga señalada 
pena mínima de cuatro años de prisión, y exista evidencia que 
acredite el delito y la vinculación del imputado, así como 
posibilidad de fuga, desatención al proceso, peligro de 
destrucción de pruebas o de que pueda atentar contra la vida o 
salud de otra persona o contra sí mismo. La detención 
provisional no será mayor de un año. 
*El plazo de detención preventiva se extenderá hasta un 
máximo de tres años. 
 

*Toda persona detenida debe ser informada inmediatamente y 
en forma que le sea comprensible, de las razones de su 
detención y de sus derechos constitucionales y legales 
correspondientes. 
*Tienen derecho a que se presuma su inocencia mientras no se 
pruebe su culpabilidad. 
*Quien sea detenido tendrá derecho, desde ese momento, a la 
asistencia de un abogado 
en las diligencias policiales y judiciales. 

 Causales para la detención preliminar Plazos para la detención preliminar Derechos de las personas con detención preliminar 
Perú *Flagrante delito y cuando  

el detenido se fugare de un centro de 
detención preliminar. 
*Flagrancia en casos de delitos cometidos 
por organizaciones criminales. 

*La detención policial dura un plazo de 48 horas o el término de 
la distancia.  
*La detención preliminar dura 72 horas, con la excepción de que 
no se presente un supuesto de flagrancia delictiva, pero existan 
elementos razonables para considerar que una persona ha 

*La persona detenida será informada inmediatamente y por 
escrito de la causa o las razones de su detención, entregándole 
la orden de detención girada en su contra. 



*Tráfico ilícito de drogas y delitos cometidos 
por organizaciones criminales. 
*Cuando no se presente un supuesto de 
flagrancia delictiva, pero existan elementos 
razonables para considerar que la persona 
ha cometido un delito sancionado con pena 
privativa de libertad superior a cuatro años 
y, por las circunstancias del caso, se 
presenten indicios razonables de posibilidad 
de fuga u obstaculización de la averiguación 
de la verdad. 
*El sorprendido en flagrante delito logre 
evitar su detención. 

cometido un delito sancionado con pena privativa de libertad 
superior a cuatro años y, por las circunstancias del caso, se 
presenten indicios razonables de posibilidad de fuga u 
obstaculización de la averiguación de la verdad, o el 
sorprendido en flagrante delito logre evitar su detención, o el 
detenido se fugare de un centro de detención preliminar, la 
detención preliminar puede durar un plazo máximo de 7 días. 
*En los delitos cometidos por organizaciones criminales, la 
detención preliminar o la detención judicial por flagrancia puede 
durar un plazo máximo de 10 días. 
*La detención policial o la detención preliminar puede durar 
hasta un plazo no mayor de 15 días en los delitos de terrorismo, 
espionaje, tráfico ilícito de drogas y delitos cometidos por 
organizaciones criminales. 

*Tiene derecho a comunicarse personalmente con un defensor 
de su elección y a ser asesorada por éste desde que es citada 
o detenida por cualquier autoridad. 
*Designar a la persona o institución a la que debe comunicarse 
su detención y que dicha comunicación se haga en forma 
inmediata. 
*Abstenerse de declarar; y, si acepta hacerlo, a que su abogado 
defensor esté presente en su declaración y en todas las 
diligencias en que se requiere su presencia. 
*Que no se emplee en su contra medios coactivos, 
intimidatorios o contrarios a su dignidad, ni a ser sometido a 
técnicas o métodos que induzcan o alteren su libre voluntad o a 
sufrir una restricción no autorizada ni permitida por Ley. 
*A ser examinado por un médico legista o en su defecto por otro 
profesional de la salud, cuando su estado de salud así lo 
requiera. 
      

       Fuente: Legislación de países      
Elaboración: Área de Servicios de Información y Seguimiento Presupuestal (ASISP). 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 



CUADRO 4 

DETENCIÓN PRELIMINAR 
LEGISLACIÓN NACIONAL  

 
 

Norma 
 

Artículo 
 

Constitución Política 
del Perú 

Artículo 2.- Toda persona tiene derecho: 
(…) 
24. A la libertad y a la seguridad personales. En consecuencia: 
(…) 
b. No se permite forma alguna de restricción de la libertad personal, salvo en los casos previstos por la ley. Están prohibidas la esclavitud, la servidumbre y la trata 
de seres humanos en cualquiera de sus formas.  
 
c. No hay prisión por deudas. Este principio no limita el mandato judicial por incumplimiento de deberes alimentarios.  
 
d. Nadie será procesado ni condenado por acto u omisión que al tiempo de cometerse no esté previamente calificado en la ley, de manera expresa e inequívoca, 
como infracción punible; ni sancionado con pena no prevista en la ley.  
 
e. Toda persona es considerada inocente mientras no se haya declarado judicialmente su responsabilidad.  
 
f. Nadie puede ser detenido sino por mandamiento escrito y motivado del juez o por las autoridades policiales en caso de flagrante delito. La detención no durará 
más del tiempo estrictamente necesario para la realización de las investigaciones y, en todo caso, el detenido debe ser puesto a disposición del juzgado 
correspondiente, dentro del plazo máximo de cuarenta y ocho horas o en el término de la distancia.  
 
Estos plazos no se aplican a los casos de terrorismo, espionaje, tráfico ilícito de drogas y a los delitos cometidos por organizaciones criminales. En tales casos, las 
autoridades policiales pueden efectuar la detención preventiva de los presuntos implicados por un término no mayor de quince días naturales. Deben dar cuenta al 
Ministerio Público y al juez, quien puede asumir jurisdicción antes de vencido dicho término.  
 
g. Nadie puede ser incomunicado sino en caso indispensable para el esclarecimiento de un delito, y en la forma y por el tiempo previstos por la ley. La autoridad 
está obligada bajo responsabilidad a señalar, sin dilación y por escrito, el lugar donde se halla la persona detenida.  
(…) 
 
Artículo 139. -Son principios y derechos de la función jurisdiccional: 
(…). 
7. La indemnización, en la forma que determine la ley, por los errores judiciales en los procesos penales y por las detenciones arbitrarias, sin perjuicio de la 
responsabilidad a que hubiere lugar. 
(…). 



14. El principio de no ser privado del derecho de defensa en ningún estado del proceso. Toda persona será informada inmediatamente y por escrito de la causa o 
las razones de su detención. Tiene derecho a comunicarse personalmente con un defensor de su elección y a ser asesorada por éste desde que es citada o detenida 
por cualquier autoridad. 
 
15. El principio de que toda persona debe ser informada, inmediatamente y por escrito, de las causas o razones de su detención. 

Decreto Legislativo 
Nº 957 

 
Nuevo   Código 
Procesal Penal 

Artículo 71.- Derechos del imputado 
 
1. El imputado puede hacer valer por sí mismo, o a través de su Abogado Defensor, los derechos que la Constitución y las Leyes le conceden, desde el inicio de las 
primeras diligencias de investigación hasta la culminación del proceso. 
 
2. Los Jueces, los Fiscales o la Policía Nacional deben hacer saber al imputado de manera inmediata y comprensible, que tiene derecho a: 
 
a) Conocer los cargos formulados en su contra y, en caso de detención, a que se le exprese la causa o motivo de dicha medida, entregándole la orden de detención 
girada en su contra, cuando corresponda; 
 
b) Designar a la persona o institución a la que debe comunicarse su detención y que dicha comunicación se haga en forma inmediata; 
 
c) Ser asistido desde los actos iniciales de investigación por un Abogado Defensor; 
 
d) Abstenerse de declarar; y, si acepta hacerlo, a que su Abogado Defensor esté presente en su declaración y en todas las diligencias en que se requiere su 
presencia; 
 
e) Que no se emplee en su contra medios coactivos, intimidatorios o contrarios a su dignidad, ni a ser sometido a técnicas o métodos que induzcan o alteren su libre 
voluntad o a sufrir una restricción no autorizada ni permitida por Ley; y 
 
 f) Ser examinado por un médico legista o en su defecto por otro profesional de la salud, cuando su estado de salud así lo requiera. 
      
3. El cumplimiento de lo prescrito en los numerales anteriores debe constar en acta, ser firmado por el imputado y la autoridad correspondiente. Si el imputado se 
rehusa a firmar el acta se hará constar la abstención, y se consignará el motivo si lo expresare. Cuando la negativa se produce en las primeras diligencias de 
investigación, previa intervención del Fiscal se dejará constancia de tal hecho en el acta. 
      
4. Cuando el imputado considere que durante las Diligencias Preliminares o en la Investigación Preparatoria no se ha dado cumplimiento a estas disposiciones, o 
que sus derechos no son respetados, o que es objeto de medidas limitativas de derechos indebidas o de requerimientos ilegales, puede acudir en vía de tutela al 
Juez de la Investigación Preparatoria para que subsane la omisión o dicte las medidas de corrección o de protección que correspondan. La solicitud del imputado 
se resolverá inmediatamente, previa constatación de los hechos y realización de una audiencia con intervención de las partes. 
 
TÍTULO II 
LA DETENCIÓN 
(…). 
Artículo 261.- Detención Preliminar Judicial 



1. El juez de la investigación preparatoria, a requerimiento del fiscal, emite una resolución debidamente motivada, teniendo a la vista las actuaciones remitidas por 
aquel, y dicta mandato de detención preliminar cuando: 
 
a) No se presente un supuesto de flagrancia delictiva, pero existan elementos razonables para considerar que una persona ha cometido un delito sancionado con 
pena privativa de libertad superior a cuatro años y, por las circunstancias del caso, se presenten indicios razonables de posibilidad de fuga u obstaculización de la 
averiguación de la verdad. 
 
b) El sorprendido en flagrante delito logre evitar su detención. 
 
c) El detenido se fugare de un centro de detención preliminar. 
 
2. En los supuestos anteriores, para cursar la orden de detención se requiere que el imputado se encuentre debidamente individualizado con los siguientes datos: 
nombres y apellidos completos, edad, sexo, lugar, y fecha de nacimiento. 
 
3. La orden de detención deberá ser puesta en conocimiento de la Policía a la brevedad posible, de manera escrita bajo cargo, quien la ejecuta de inmediato. Cuando 
se presenten circunstancias extraordinarias puede ordenarse el cumplimiento de detención por correo electrónico, facsímil, telefónicamente u otro medio de 
comunicación válido que garantice la veracidad del mandato judicial. En todos estos casos la comunicación debe contener los datos de identidad personal del 
requerido conforme a lo indicado en el numeral dos. 
 
4. Las requisitorias cursadas a la autoridad policial tienen una vigencia de seis meses. Vencido este plazo, caducan automáticamente bajo responsabilidad, salvo 
que fuesen renovadas. La vigencia de la requisitoria para los casos de terrorismo, espionaje, tráfico ilícito de drogas, robo agravado, extorsión, sicariato, los delitos 
de competencia del Sistema Nacional Especializado de Justicia para la Protección y Sanción de la Violencia contra las Mujeres e Integrantes del Grupo Familiar 
(SNEJ), señalados en el artículo 3 del Decreto Legislativo 1368, los delitos contra la dignidad humana y los delitos cometidos por organizaciones criminales no 
caducan hasta la efectiva detención de los requisitoriados. 
 
Artículo 261-A. Impedimento de la detención preliminar judicial 
El fiscal se encuentra impedido de solicitar detención preliminar judicial contra el personal de la Policía Nacional del Perú en situación de actividad en cuadros que, 
en el ejercicio de su finalidad constitucional, hace uso de sus armas o medios de defensa en forma reglamentaria y, como consecuencia de ello, acontece alguna 
lesión o muerte. 
 
Artículo 262.- Motivación del auto de detención  
El auto de detención deberá contener los datos de identidad del imputado, la exposición sucinta de los hechos objeto de imputación, los fundamentos de hecho y de 
derecho, con mención expresa de las normas legales aplicables. 
 
Artículo 263.- Deberes de la autoridad policial 
1. La autoridad policial que ha efectuado la detención en flagrante delito o en los casos de arresto ciudadano, informa al detenido el delito que se le atribuye y por 
los canales correspondientes comunica inmediatamente el hecho al Ministerio Público. También informa al Juez de la Investigación Preparatoria tratándose de los 
delitos de terrorismo, espionaje, tráfico ilícito de drogas y delitos cometidos por organizaciones criminales. 
 
2. En los casos del artículo 261, sin perjuicio de informar al detenido del delito que se le atribuye y de la autoridad que ha ordenado su detención, comunicará la 
medida al Ministerio Público y pondrá al detenido inmediatamente a disposición del Juez de la Investigación Preparatoria. El Juez, tratándose de los literales a) y b) 



del numeral 1 del artículo 261, inmediatamente examinará al imputado, con la asistencia de su Defensor o el de oficio, a fin de verificar su identidad y garantizar el 
cumplimiento de sus derechos fundamentales. Acto seguido, lo pondrá a disposición del Fiscal y lo ingresará en el centro de detención policial o transitorio que 
corresponda. En los demás literales, constatada la identidad, dispondrá lo conveniente. 
 
3. En todos los casos, la Policía advertirá al detenido o arrestado que le asiste los derechos previstos en el artículo 71. De esa diligencia se levantará un acta. 
 
Artículo 264.- Plazo de la detención 
1. La detención policial dura un plazo de cuarenta y ocho (48) horas o el término de la distancia.  
 
2. La detención preliminar dura setenta y dos (72) horas. Excepcionalmente, si subsisten los requisitos establecidos en el numeral 1) del artículo 261 del presente 
Código y se presenten circunstancias de especial complejidad en la investigación, puede durar un plazo máximo de siete (7) días. 
 
3. En los delitos cometidos por organizaciones criminales, la detención preliminar o la detención judicial por flagrancia puede durar un plazo máximo de diez (10) 
días. 
 
4. La detención policial o la detención preliminar puede durar hasta un plazo no mayor de quince (15) días en los delitos de terrorismo, espionaje, tráfico ilícito de 
drogas y delitos cometidos por organizaciones criminales. 
 
5. El Juez Penal, en estos casos, está especialmente facultado para adoptar las siguientes medidas: 
 
a) Constituirse, a requerimiento del detenido, al lugar donde se encuentra el detenido y averiguar los motivos de la privación de la libertad, el avance de las 
investigaciones y el estado de su salud. En caso de advertir la afectación indebida del derecho de defensa o de irregularidades que perjudiquen gravemente el éxito 
de las investigaciones, pone tales irregularidades en conocimiento del Fiscal del caso, sin perjuicio de comunicar lo ocurrido al Fiscal Superior competente. El Fiscal 
dictará las medidas de corrección que correspondan, con conocimiento del Juez que intervino. 
 
b) Disponer el inmediato reconocimiento médico legal del detenido, en el término de la distancia, siempre y cuando el Fiscal no lo hubiera ordenado, sin perjuicio de 
autorizar en cualquier momento su reconocimiento por médico particular. El detenido tiene derecho, por sí sólo, por su abogado o por cualquiera de sus familiares, 
a que se le examine por médico legista o particulares, sin que la Policía o el Ministerio Público puedan limitar este derecho. 
 
c) Autorizar el traslado del detenido de un lugar a otro de la República después de efectuado los reconocimientos médicos, previo pedido fundamentado del Fiscal, 
cuando la medida sea estrictamente necesaria para el éxito de la investigación o la seguridad del detenido. La duración de dicho traslado no puede exceder del 
plazo señalado en el primer párrafo de este artículo y debe ser puesto en conocimiento del Fiscal y del Juez del lugar de destino. 
 
6. Dentro del plazo de detención determinado por el Juez, el Fiscal decide si ordena la libertad del detenido o si, comunicando al Juez de la Investigación Preparatoria 
la continuación de las investigaciones, solicita la prisión preventiva u otra medida alternativa. 
 
7. Al requerir el Fiscal en los casos señalados en los incisos anteriores la prisión preventiva del imputado, la detención se mantiene hasta la realización de la 
audiencia en el plazo de cuarenta y ocho horas 
 
 Artículo 265.- Detención preliminar incomunicada 



1. Detenida una persona por los delitos de terrorismo, espionaje y tráfico ilícito de drogas, o por un delito sancionado con pena superior a los seis años, el Fiscal 
podrá solicitar al Juez de la Investigación Preparatoria que decrete su incomunicación, siempre que resulte indispensable para el esclarecimiento de los hechos 
investigados y por un plazo no mayor de diez días, siempre que no exceda el de la duración de la detención. El Juez deberá pronunciarse inmediatamente y sin 
trámite alguno sobre la misma, mediante resolución motivada. 
 
2. La incomunicación no impide las conferencias en privado entre el abogado defensor y el detenido, las que no requieren autorización previa ni podrán ser prohibidas. 
 
Artículo 266.- Detención judicial en caso de flagrancia 
1. El Fiscal para la realización de los actos de investigación puede requerir al Juez de la Investigación Preparatoria dentro de las veinticuatro (24) horas de producida 
la detención efectiva por la Policía Nacional, la emisión del mandato de detención judicial hasta por un máximo de siete (7) días, cuando por las circunstancias del 
caso, se desprenda cierta posibilidad de peligro procesal. En los delitos cometidos por organizaciones criminales la detención judicial por flagrancia puede durar 
hasta un plazo máximo de diez (10) días. 
 
2. El Juez, antes del vencimiento de las cuarenta y ocho (48) horas de la detención, realiza la audiencia de carácter inaplazable con asistencia obligatoria del Fiscal, 
el imputado y su abogado defensor. El Fiscal dispone el traslado del imputado a la audiencia, bajo custodia de la Policía Nacional. Rigen los numerales 1, 3 y 6 del 
artículo 85. 
 
3. Instalada la audiencia y escuchados a los sujetos procesales, el Juez debe pronunciarse mediante resolución motivada sobre la legalidad de la detención del 
imputado conforme al artículo 259, sobre el cumplimiento de los derechos contenidos en el numeral 2 del artículo 71 y finalmente sobre la necesidad de dictar la 
detención judicial, teniendo a la vista las actuaciones proporcionadas por el Ministerio Público. 
 
4. Si en la audiencia, el Juez advierte que se ha vulnerado los derechos fundamentales del investigado o se le ha detenido en forma ilegal, sin perjuicio de lo resuelto, 
remite copias al órgano de control del Ministerio Público y a Inspectoría de la Policía Nacional del Perú. 
 
5. Dentro del plazo de detención judicial, se pone al detenido a disposición del Juez de Investigación Preparatoria para determinar si dicta mandato de prisión 
preventiva o comparecencia, simple o restrictiva. 
 
6. Si el Juez declara improcedente el requerimiento de detención judicial, el Fiscal, vencido el plazo de detención policial, dispone lo que corresponda. 
 
7. El presente artículo no es aplicable para los delitos de terrorismo, espionaje y tráfico ilícito de drogas. 
(…). 
 
TÍTULO III 
LA PRISIÓN PREVENTIVA 
CAPÍTULO I 
LOS PRESUPUESTOS DE LA PRISIÓN PREVENTIVA 
 
Artículo 268.- Presupuestos materiales 
El juez, a solicitud del Ministerio Público, podrá dictar mandato de prisión preventiva, si atendiendo a los primeros recaudos sea posible determinar la concurrencia 
de los siguientes presupuestos: 
             



a) Que existen fundados y graves elementos de convicción para estimar razonablemente la comisión de un delito que vincule al imputado como autor o partícipe del 
mismo. 
 
b) Que la sanción a imponerse sea superior a cinco años de pena privativa de libertad; y, 
 
c) Que el imputado, en razón a sus antecedentes y otras circunstancias del caso particular, permita colegir razonablemente que tratará de eludir la acción de la 
justicia (peligro de fuga) u obstaculizar la averiguación de la verdad (peligro de obstaculización). En razón a la peligrosidad criminal, acredite el peligro de fuga y el 
peligro de obstaculización en los casos que el imputado sea vinculado como autor o partícipe en los delitos tipificados en los artículos 108-C, 108-D, 152, 189 y 200 
del Código Penal, Decreto Legislativo 635. 
 
d) No procede la prisión preventiva en los casos de inminente aplicación de la legítima defensa propia o de tercero conforme a ley; salvo la presencia de antecedentes 
y/o pruebas fehacientes que justifiquen la existencia del delito o que recaiga sobre la persona sentencia firme condenatoria. 
 
Artículo 268-A. Vigilancia electrónica personal de carácter preventivo 
En los delitos cuya pena sea no mayor de siete (7) años, el juez aplica preferentemente la vigilancia electrónica personal como medida coercitiva más gravosa. En 
estos supuestos procede la prisión preventiva por revocación de la medida o al requerir por segunda vez una medida coercitiva personal, luego de haberse aplicado 
previamente la vigilancia electrónica personal como medida de coerción. 
 
Artículo 268-B. Impedimento de la prisión preventiva 
El fiscal se encuentra impedido de solicitar prisión preventiva contra el personal de la Policía Nacional del Perú en situación de actividad en cuadros que, en el 
ejercicio de su finalidad constitucional, hace uso de sus armas o medios de defensa en forma reglamentaria y, como consecuencia de ello, acontece alguna lesión 
o muerte. 
 
Artículo 269.- Peligro de fuga  
Para calificar el peligro de fuga, el juez tendrá en cuenta:   
 
1. El arraigo en el país del imputado, determinado por el domicilio, residencia habitual, asiento de la familia y de sus negocios o trabajo y las facilidades para 
abandonar definitivamente el país o permanecer oculto; 
 
2. La gravedad de la pena que se espera como resultado del procedimiento; 
 
3. La magnitud del daño causado y la ausencia de una actitud voluntaria del imputado para repararlo; 
 
4. El comportamiento del imputado durante el procedimiento o en otro procedimiento anterior, en la medida que indique su voluntad de someterse a la persecución 
penal; y 
 
5. La pertenencia del imputado a una organización criminal o su reintegración a las mismas. 
 
Artículo 270.- Peligro de obstaculización 
Para calificar el peligro de obstaculización se tendrá en cuenta el riesgo razonable de que el imputado: 
 



1. Destruirá, modificará, ocultará, suprimirá o falsificará elementos de prueba. 
 
2. Influirá para que coimputados, testigos o peritos informen falsamente o se comporten de manera desleal o reticente.  
 
3. Inducirá a otros a realizar tales comportamientos. 
 
Artículo 271.- Audiencia y resolución 
      
1. El Juez de la Investigación Preparatoria, dentro de las cuarenta y ocho horas siguientes al requerimiento del Ministerio Público realizará la audiencia para 
determinar la procedencia de la prisión preventiva. La audiencia se celebrará con la concurrencia obligatoria del Fiscal, del imputado y su defensor. El defensor del 
imputado que no asista será reemplazado por el defensor de oficio. 
 
2. Rige en lo pertinente, para el trámite de la audiencia lo dispuesto en el artículo 8, pero la resolución debe ser pronunciada en la audiencia sin necesidad de 
postergación alguna. El Juez de la Investigación Preparatoria incurre en responsabilidad funcional si no realiza la audiencia dentro del plazo legal. El Fiscal y el 
abogado defensor serán sancionados disciplinariamente si por su causa se frustra la audiencia. Si el imputado se niega por cualquier motivo a estar presente en la 
audiencia, será representado por su abogado o el defensor de oficio, según sea el caso. En este último supuesto deberá ser notificado con la resolución que se 
expida dentro de las cuarenta y ocho horas siguientes a la conclusión de la audiencia. 
 
3. El auto de prisión preventiva será especialmente motivado, con expresión sucinta de la imputación, de los fundamentos de hecho y de derecho que lo sustente, y 
la invocación de las citas legales correspondientes. 
 
4. El Juez de la Investigación Preparatoria, si no considera fundado el requerimiento de prisión preventiva optará por la medida de comparecencia restrictiva o simple 
según el caso. 

Ley N° 32255 
Ley que restituye y 
modifica el literal a) 
del numeral 1 del 
artículo 261 del 
Nuevo Código 

Procesal Penal, 
Decreto Legislativo 
957, referido a la 

detención preliminar 
judicial en casos de 

no flagrancia 

Artículo único. Restitución y modificación del literal a) del numeral 1 del artículo 261 del Nuevo Código Procesal Penal, Decreto Legislativo 957 Se restituye y 
modifica el literal a) del numeral 1 del artículo 261 del Nuevo Código Procesal Penal, Decreto Legislativo 957, en los siguientes términos:  
 
“Artículo 261.- Detención Preliminar Judicial  
 
1. El juez de la investigación preparatoria, a requerimiento del fiscal, emite una resolución debidamente motivada, teniendo a la vista las actuaciones remitidas por 
aquel, y dicta mandato de detención preliminar cuando:  
 
a) No se presente un supuesto de flagrancia delictiva, pero existan elementos razonables para considerar que una persona ha cometido un delito sancionado con 
pena privativa de libertad superior a cuatro años y, por las circunstancias del caso, se presenten indicios razonables de posibilidad de fuga u obstaculización de la 
averiguación de la verdad.  
 
b) El sorprendido en flagrante delito logre evitar su detención.  
 
c) El detenido se fugare de un centro de detención preliminar. 
[…].” 

Fuente: Portal Web del Congreso de la República, Sistema Peruano de Información Jurídica (SPIJ), Diario Oficial “El Peruano”.  
Elaboración: Área de Servicios de Información y Seguimiento Presupuestal (ASISP). 



 

CUADRO 5 

DETENCIÓN PRELIMINAR  
ARGENTINA, BOLIVIA, CHILE, COLOMBIA, ECUADOR, MÉXICO Y PANAMÁ 

 
 

PAÍS 
 

 
NORMA 

 
TEXTO 

Argentina Constitución de la 
Nación 

Artículo 18.- Ningún habitante de la Nación puede ser penado sin juicio previo fundado en ley anterior al hecho del proceso, ni juzgado por 
comisiones especiales, o sacado de los jueces designados por la ley antes del hecho de la causa. Nadie puede ser obligado a declarar contra sí 
mismo; ni arrestado sino en virtud de orden escrita de autoridad competente. Es inviolable la defensa en juicio de la persona y de los derechos. 
El domicilio es inviolable, como también la correspondencia epistolar y los papeles privados; y una ley determinará en qué casos y con qué 
justificativos podrá procederse a su allanamiento y ocupación. Quedan abolidos para siempre la pena de muerte por causas políticas, toda 
especie de tormento y los azotes. Las cárceles de la Nación serán sanas y limpias, para seguridad y no para castigo de los reos detenidos en 
ellas, y toda medida que a pretexto de precaución conduzca a mortificarlos más allá de lo que aquélla exija, hará responsable al juez que la 
autorice. 
 

Código Procesal 
Penal Federal 

Decreto 118/2019 
07-feb-2019 

ARTÍCULO 15.- Condiciones carcelarias. Está prohibido alojar a personas privadas de libertad en lugares no habilitados, o en sitios que no 
reúnan las mínimas condiciones de salubridad. Toda medida que conduzca a empeorar injustificadamente las condiciones de detención a presos 
o detenidos hará responsable a quien la ordene, autorice, aplique o consienta. 
 
ARTÍCULO 16.- Restricción de derechos fundamentales. Las facultades que este Código reconoce para restringir o limitar el goce de derechos 
reconocidos por la Constitución Nacional o por los instrumentos internacionales de Derechos Humanos deben ejercerse de conformidad con los 
principios de idoneidad, razonabilidad, proporcionalidad y necesariedad. 
 
ARTÍCULO 17.- Restricciones a la libertad. Las medidas restrictivas de la libertad sólo podrán fundarse en la existencia de peligro real de fuga u 
obstaculización de la investigación. Nadie puede ser encarcelado sin que existan elementos de prueba suficientes para imputarle un delito 
reprimido con pena privativa de libertad, conforme a las reglas de este Código. 
(…). 
 
ARTÍCULO 65.- Derechos del imputado. A todo imputado se le asegurarán las garantías necesarias para su defensa, a cuyo fin las autoridades 
intervinientes le informarán los siguientes derechos: 
 
a. A ser informado de las razones de su aprehensión o detención, la autoridad que la ha ordenado, entregándole si la hubiere copia de la orden 
judicial emitida en su contra, y el de ser conducido ante un juez, sin demora, para que decida sobre la legalidad de aquélla; 
 
b. A pedir que su aprehensión o detención sea comunicada en forma inmediata a un pariente o persona de su confianza, asociación o entidad; 
si el imputado ejerciere este derecho, se dejará constancia de la producción del aviso y del resultado obtenido; si el aprehendido o detenido fuese 



extranjero se le informará que puede pedir que su situación sea comunicada al representante diplomático del Estado de su nacionalidad, a quien 
también se le hará saber, si correspondiere, su interés en ser entrevistado; 
 
c. A guardar silencio, sin que ello pueda ser valorado como una admisión de los hechos o como indicio de culpabilidad; 
 
d. A ser asistido desde el primer acto del procedimiento por el defensor de su elección o por uno propuesto por una persona de su confianza, o 
en su defecto, por un defensor público; 
 
e. A entrevistarse con su defensor en forma libre, privada y confidencial, en particular en la oportunidad previa a la realización de cualquier acto 
que requiera su intervención; 
 
f. A prestar declaración, si así lo deseara y se encuentra detenido, dentro de las SETENTA Y DOS (72) horas de efectivizada la medida; 
 
g. A presentarse ante el representante del MINISTERIO PÚBLICO FISCAL o el juez, para que se le informe y escuche sobre los hechos que se 
le imputan; 
 
h. A declarar cuantas veces quiera, con la presencia de su defensor, lo que se le hará saber cada vez que manifieste su deseo de hacerlo; 
 
i. A no ser sometido a técnicas o métodos que induzcan o alteren su libre voluntad o a medidas contrarias a su dignidad; 
 
j. A que no se empleen medios que impidan el libre movimiento de su persona en el lugar y durante la realización de un acto procesal, sin perjuicio 
de las medidas de vigilancia que en casos especiales y a su prudente arbitrio el juez o el representante del MINISTERIO PÚBLICO FISCAL 
consideren necesarias; k. A acceder a toda la información disponible desde el momento en que tenga noticia de la existencia del proceso, según 
las previsiones de este Código. 
(…). 
 
En todos los casos se dejará constancia fehaciente del cumplimiento del deber de información establecido en este artículo. 
 
ARTÍCULO 96.- Deberes. La policía y demás fuerzas de seguridad deberán: 
(…);  
k. Efectuar el arresto, detención o incomunicación de personas en los casos autorizados, informándoles sus derechos en forma inmediata y 
comprensible; 
(…). 
 
ARTÍCULO 194.- El representante del MINISTERIO PÚBLICO FISCAL podrá, en cualquier momento, solicitar al juez la suspensión de la entrega 
vigilada y ordenar la detención de los partícipes y el secuestro de los elementos vinculados al delito, si las diligencias pusieren en peligro la vida 
o integridad de las personas o la aprehensión posterior de los partícipes del delito. Sin perjuicio de lo anterior, si surgiere tal peligro durante las 
diligencias, los funcionarios públicos encargados de la entrega vigilada aplicarán las normas de detención establecidas para el caso de flagrancia. 
(…). 
 
MEDIDAS DE COERCIÓN Y CAUTELARES 



 
ARTÍCULO 209.- Principios generales. Las medidas de coerción autorizadas se ajustarán a lo que disponen los artículos 15, 16 y 17 de este 
Código, su carácter es excepcional y no podrán ser impuestas de oficio por el juez. 
 
Sólo se ejercerá coerción física para obtener la comparecencia de una persona si el mismo fin no pudiere lograrse en tiempo útil, ordenando su 
citación por las formas que prevé este Código. 
 
ARTÍCULO 210.- Medidas de coerción. El representante del MINISTERIO PÚBLICO FISCAL o el querellante podrán solicitar al juez, en cualquier 
estado del proceso y con el fin de asegurar la comparecencia del imputado o evitar el entorpecimiento de la investigación, la imposición, individual 
o combinada, de: 
 
a. La promesa del imputado de someterse al procedimiento y de no obstaculizar la investigación; 
 
b. La obligación de someterse al cuidado o vigilancia de una persona o institución determinada, en las condiciones que se le fijen; 
 
c. La obligación de presentarse periódicamente ante el juez o ante la autoridad que él designe; 
 
d. La prohibición de salir sin autorización previa del ámbito territorial que se determine; 
 
e. La retención de documentos de viaje; 
 
f. La prohibición de concurrir a determinadas reuniones, de visitar ciertos lugares, de comunicarse o acercarse a determinadas personas, 
siempre que no se afecte el derecho de defensa; 
 
g. El abandono inmediato del domicilio, si se tratara de hechos de violencia doméstica y la víctima conviviera con el imputado; 
 
h. La prestación por sí o por un tercero de una caución real o personal adecuada, que podrá ser voluntariamente suplida por la contratación de 
un seguro de caución, a satisfacción del juez; 
 
i. La vigilancia del imputado mediante algún dispositivo electrónico de rastreo o posicionamiento de su ubicación física; j. El arresto en su propio 
domicilio o en el de otra persona, sin vigilancia o con la que el juez disponga; 
 
k. La prisión preventiva, en caso de que las medidas anteriores no fueren suficientes para asegurar los fines indicados. 
 
El control sobre el cumplimiento de las medidas indicadas en los incisos a) a j) del presente artículo estará a cargo de la Oficina de Medidas 
Alternativas y Sustitutivas, cuya creación, composición y funcionamiento será definida por una ley que se dicte a tal efecto. 
 
ARTÍCULO 211.- Incomunicación. El juez a pedido del representante del MINISTERIO PÚBLICO FISCAL y por resolución fundada podrá disponer 
la incomunicación por el término máximo de SETENTA Y DOS (72) horas del imputado que se encuentre detenido, siempre que existan motivos 
graves para creer que obstaculizará la averiguación de la verdad. 



 
El representante del MINISTERIO PÚBLICO FISCAL podrá disponer la incomunicación del aprehendido, bajo las mismas condiciones, sólo por 
el plazo necesario para gestionar la orden judicial, que nunca excederá de OCHO (8) horas. 
 
La medida no impedirá que el imputado se comunique con su defensor antes de comenzar cualquier declaración o de realizar cualquier acto que 
requiera su intervención personal. Se permitirá al imputado el uso de libros, recado de escribir y demás objetos que pidiere, con tal de que no 
puedan servir de medio para eludir la incomunicación; podrá también realizar actos civiles impostergables que no disminuyan su solvencia ni 
perjudiquen la investigación. 
 
ARTÍCULO 212.- Cauciones. Si procediera una caución, el juez, a pedido de parte, fijará en audiencia su tipo y monto, y decidirá sobre la 
idoneidad del fiador, según la libre apreciación de las circunstancias del caso. 
 
Queda absolutamente prohibido fijar una caución de imposible cumplimiento para el imputado. 
 
La caución se depositará a la orden del juez o del funcionario que éste designe en un banco oficial, salvo que aquél autorizase a sustituir el 
depósito por la constitución de gravamen sobre un bien o mediante la contratación de un seguro de caución. 
 
Si la caución fuere prestada por otra persona distinta del imputado, mediante la constitución de gravamen sobre un bien o un seguro de caución, 
ella asumirá solidariamente con aquél la obligación de pagar, sin beneficio de excusión, la suma que el juez haya fijado. 
 
El imputado y el fiador podrán pedir autorización al juez para sustituir la caución depositada, por otra equivalente, quien resolverá previa audiencia. 
 
ARTÍCULO 213.- Ejecución de las cauciones. En los casos de rebeldía o en los que el imputado se sustrajere a la ejecución de la pena, se fijará 
al fiador un plazo no menor de CINCO (5) días para que presente al imputado o condenado, bajo la advertencia de que, si aquél no compareciere 
espontáneamente, o no es presentado por el fiador, la caución se ejecutará al término del plazo. 
 
Vencido el plazo, el juez dispondrá, según el caso, la ejecución de la caución. El destino del producido será el que disponga una ley específica. 
 
ARTÍCULO 214.- Cancelación. La caución será cancelada y liberados los bienes afectados a la garantía, siempre que no se hubiese ordenado 
su ejecución con anterioridad, en los siguientes casos: 
 
a. Si el imputado fuere constituido en prisión; 
 
b. Si se revocare la decisión de constituir cauciones, sean o no sean reemplazadas por otra medida; 
 
c. Si por decisión firme, se absolviere o sobreseyere al imputado; 
 
d. Si comenzare la ejecución de la pena privativa de libertad o ella no debiere ejecutarse; 
 
e. Si el imputado fuere condenado a una pena no privativa de la libertad. 
 



ARTÍCULO 215.- Detención. El representante del MINISTERIO PÚBLICO FISCAL podrá pedir al juez la detención del imputado si existieran 
suficientes indicios para sostener, razonablemente, que procedería la prisión preventiva, y aquélla fuera necesaria para preparar y fundar en la 
audiencia el pedido de imposición de esta medida. El juez ordenará la detención o denegará sumariamente el pedido. 
 
La detención no podrá superar las SETENTA Y DOS (72) horas. 
 
ARTÍCULO 216.- Aprehensión sin orden judicial. No podrá aprehenderse a ninguna persona sin orden judicial, salvo en los siguientes casos: 
 
a. Si hubiera sido sorprendida en flagrante delito; 
 
b. Si se hubiese fugado de algún establecimiento penal o de cualquier otro lugar de detención. 
 
En caso de flagrancia, cualquier persona podrá practicar la aprehensión con la finalidad de impedir que el delito produzca consecuencias. La 
persona aprehendida será entregada inmediatamente a la autoridad más cercana. 
 
La autoridad que haya aprehendido a alguna persona lo deberá comunicar inmediatamente al juez y al representante del MINISTERIO 
PÚBLICO FISCAL. 
 
Si el representante del MINISTERIO PÚBLICO FISCAL estimare que debe mantenerse la medida deberá dar inmediata noticia al juez. Si en el 
plazo de SETENTA Y DOS (72) horas no se resolviera la aplicación de una medida de coerción privativa de libertad, el juez deberá ordenar la 
libertad. El representante del MINISTERIO PÚBLICO FISCAL podrá, en forma excepcional y por única vez, solicitar en la audiencia prevista en 
el artículo 258, una prórroga del plazo de detención por razones fundadas en complejidad probatoria, que en ningún caso podrá exceder de 
SETENTA Y DOS (72) horas. 
 
Lo dispuesto en el párrafo anterior no será de aplicación cuando se hubiese dado al caso el trámite previsto en el Título III del Libro II de este 
Código. 
 
ARTÍCULO 217.- Flagrancia. Habrá flagrancia si el autor del delito fuera sorprendido en el momento de intentarlo, cometerlo, inmediatamente 
después, si fuera perseguido o tuviera objetos o presentase rastros que permitieran sostener razonablemente que acaba de participar de un 
delito. 
 
ARTÍCULO 218.- Prisión preventiva. Corresponde el dictado de la prisión preventiva en función de la gravedad de las circunstancias y naturaleza 
del hecho y de las condiciones del imputado, que sirvan para decidir los criterios de peligro de fuga o entorpecimiento del proceso previstos en 
este Código. 
 
No procederá la prisión preventiva en los siguientes supuestos: 
 
a. Si por las características del hecho y las condiciones personales del imputado pudiere resultar de aplicación una condena condicional; 
 
b. En los delitos de acción privada; 



 
c. Cuando se trate de hechos cometidos en el ejercicio de la libertad de expresión o como consecuencia de la crítica en cuestiones públicas. 
 
ARTÍCULO 219.- Embargo y otras medidas cautelares. El juez podrá ordenar, a pedido de parte, el embargo de bienes, la inhibición del 
imputado o del civilmente demandado y las demás medidas cautelares necesarias para garantizar: 
 
a. El comiso de los bienes directamente provenientes del delito, de aquellos en los que éstos se hubieren transformado y de los instrumentos 
de los que se hubiere valido el imputado para preparar, facilitar o cometer el hecho; 
b. La pena pecuniaria; 
 
c. La indemnización civil; 
d. Las costas. 
 
ARTÍCULO 220.- Condiciones y requisitos. Al solicitar la imposición de una o varias de las medidas de coerción enumeradas en el artículo 210, 
el representante del MINISTERIO PÚBLICO FISCAL o el querellante deberán: 
 
a. Acreditar que existen elementos de convicción suficientes para sostener la probabilidad de la existencia del hecho y la participación del 
imputado en éste; 
 
b. Justificar suficientemente, con arreglo a las circunstancias del caso y a las personales del imputado, la presunción de que aquél no se someterá 
al procedimiento u obstaculizará la investigación o la realización de un acto concreto del proceso; 
 
c. Indicar el plazo de duración de la medida que estime necesario, según las circunstancias del caso. 
 
El juez controlará la legalidad y razonabilidad del requerimiento y resolverá fundadamente. 
 
ARTÍCULO 221.- Peligro de fuga. Para decidir acerca del peligro de fuga se deberán tener en cuenta, entre otras, las siguientes pautas: 
 
a. Arraigo, determinado por el domicilio, residencia habitual, asiento de la familia y de sus negocios o trabajo, y las facilidades para abandonar el 
país o permanecer oculto; 
 
b. Las circunstancias y naturaleza del hecho, la pena que se espera como resultado del procedimiento, la imposibilidad de condenación 
condicional, la constatación de detenciones previas, y la posibilidad de declaración de reincidencia por delitos dolosos; 
 
c. El comportamiento del imputado durante el procedimiento en cuestión, otro anterior o que se encuentre en trámite; en particular, si incurrió en 
rebeldía o si ocultó o proporcionó falsa información sobre su identidad o domicilio, en la medida en que cualquiera de estas circunstancias 
permitan presumir que no se someterá a la persecución penal. 
 
ARTÍCULO 222.- Peligro de entorpecimiento. Para decidir acerca del peligro de entorpecimiento para la averiguación de la verdad, se deberá 
tener en cuenta la existencia de indicios que justifiquen la grave sospecha de que el imputado: 



 
a. Destruirá, modificará, ocultará, suprimirá o falsificará elementos de prueba; 
 
b. Intentará asegurar el provecho del delito o la continuidad de su ejecución; 
 
c. Hostigará o amenazará a la víctima o a testigos; 
 
d. Influirá para que testigos o peritos informen falsamente o se comporten de manera desleal o reticente; 
 
e. Inducirá o determinará a otros a realizar tales comportamientos, aunque no los realizaren. 
 
ARTÍCULO 223.- Procedimiento. El requerimiento de una medida de coerción se formulará y decidirá en audiencia, garantizando los principios 
de contradicción, inmediación, publicidad y celeridad. No se podrá aplicar una medida de coerción sin expreso pedido del representante del 
MINISTERIO PÚBLICO FISCAL o del querellante. 
 
Sin perjuicio de los elementos probatorios que las partes pudiesen aportar durante la audiencia, a los efectos de constatar las condiciones de 
procedencia de una medida de coerción, la Oficina de Medidas Alternativas y Sustitutivas efectuará un informe sobre las condiciones personales 
y circunstancias que permitan discutir a las partes respecto de la libertad del imputado. 
 
En dicha audiencia, el representante del MINISTERIO PÚBLICO FISCAL deberá especificar el plazo de duración de la medida y el plazo requerido 
para llevar adelante la investigación penal preparatoria. En el caso que sea solicitada únicamente por el querellante, deberá exponer la duración 
y los motivos de su extensión. 
 
Respecto del imputado que se encuentre previamente detenido, la audiencia deberá celebrarse dentro del plazo máximo de SETENTA Y DOS 
(72) horas contadas desde que la detención tuvo lugar. 
 
El juez dará al imputado el derecho de ser oído, con la asistencia e intervención de su defensor, oportunidad en la que podrá cuestionar el lugar 
y demás condiciones de la prisión preventiva. Asimismo, escuchará al querellante, cuando éste solicite tomar intervención, y resolverá 
inmediatamente el planteo. 
 
El requerimiento de una medida cautelar será formulado por las partes ante el juez. Deberá especificar el alcance, plazo de duración y 
fundamentos de la medida. El juez podrá convocar a audiencia unilateral previo a tomar la decisión. 
 
La resolución que imponga una medida de coerción o cautelar deberá individualizar al imputado, enunciar los hechos que se le atribuyan, su 
calificación legal, expresar las circunstancias que dan fundamento a la medida y fijar el plazo por el cual se establece. 
 
Vencido el plazo, previa audiencia en la cual oirá a las partes, el juez decidirá si corresponde o no su extensión. Las partes podrán en cualquier 
momento solicitar la revisión de la medida de coerción ante el juez, por el mismo procedimiento. 
 
La resolución que imponga, renueve o rechace la prisión preventiva o cualquier otra medida de coerción o cautelar será revisable, sin efecto 
suspensivo, dentro del plazo de SETENTA Y DOS (72) horas. 



 
ARTÍCULO 224.- Límite de la prisión preventiva. La prisión preventiva cesará: 
 
a. Si el imputado hubiere cumplido en prisión preventiva la pena solicitada por el representante del MINISTERIO PÚBLICO FISCAL; 
 
b. Si el imputado hubiere agotado en prisión preventiva un tiempo igual al de la pena impuesta por la sentencia no firme; 
 
c. Si el imputado hubiere permanecido en prisión preventiva un tiempo que, de haber existido condena, le habría permitido solicitar la libertad 
condicional o la libertad asistida. 
 
No podrá imponerse nuevamente la prisión preventiva en el mismo proceso si una anterior hubiese cesado por cualquiera de las razones 
enunciadas precedentemente; ello sin perjuicio de las facultades para hacer comparecer al imputado a los actos necesarios del proceso o de la 
aplicación de otras medidas de coerción. 
 
ARTÍCULO 225.- Incumplimiento. En caso de incumplimiento injustificado de las obligaciones impuestas al imputado, el juez, a pedido del 
representante del MINISTERIO PÚBLICO FISCAL o del querellante, podrá sustituirlas o añadir nuevas, sin perjuicio de ordenar la ejecución de 
la caución económica dada. También podrá imponer la prisión preventiva si el incumplimiento persistente permite presumir que el imputado no 
se someterá al procedimiento o continuará obstaculizándolo. 
 
ARTÍCULO 226.- Revocación o sustitución. El juez, de oficio o a petición del imputado o su defensa, dispondrá la revocación o sustitución de la 
medida de coerción que hubiere sido impuesta, cuando hayan desaparecido los presupuestos en que se hubiere fundado su imposición. 
 
La solicitud será resuelta en audiencia con presencia de las partes, en un plazo que nunca podrá ser mayor a SETENTA Y DOS (72) horas. La 
resolución que rechace el pedido será revisable dentro del plazo de VEINTICUATRO (24) horas. 
 
ARTÍCULO 227.- Demora respecto de medidas privativas de la libertad. Si se hubiera planteado la revisión de una medida cautelar privativa de 
libertad y el juez no resolviera dentro de los plazos establecidos en este Código, el imputado podrá urgir pronto despacho y, si dentro de las 
VEINTICUATRO (24) horas no obtuviese resolución, el juez incurrirá en falta grave y causal de mal desempeño. 
(…). 
 
Prevención 
ARTÍCULO 243.- Prevención policial. Los funcionarios y agentes de la policía u otra fuerza de seguridad que tomaren conocimiento de un delito 
de acción pública, lo informarán al representante del MINISTERIO PÚBLICO FISCAL inmediatamente después de su primera intervención, 
continuando la investigación bajo control y dirección de éste. 
 
Si el delito fuere de acción pública dependiente de instancia privada, sólo deberán proceder si la denuncia fuere presentada por quienes puedan 
legalmente promoverla, sin perjuicio de lo establecido en el artículo 217. 
 
Los funcionarios actuantes ejercerán las facultades y deberes previstos por el artículo 96. 
 
ARTÍCULO 244.- Registro de las actuaciones policiales. El MINISTERIO PÚBLICO FISCAL reglamentará la forma de llevar las actuaciones 



iniciales, sobre la base de instrucciones generales. Las actuaciones de prevención se deberán practicar y remitir al representante del MINISTERIO 
PÚBLICO FISCAL inmediatamente cuando el Ministerio Público ratifique la detención. Para los demás casos, las elevarán dentro del plazo de 
CINCO (5) días, prorrogables por otros CINCO (5) días previa autorización de aquél, sin perjuicio de que se practiquen actuaciones 
complementarias con aquellas diligencias que quedaren pendientes. 
 
ARTÍCULO 245.- Arresto. Si en el primer momento posterior a la comisión de un delito de acción pública no fuere posible individualizar al autor, 
a los partícipes y a los testigos y se deba proceder con urgencia para no perjudicar la averiguación de los hechos, la autoridad que dirija el 
procedimiento podrá disponer que los presentes no se alejen del lugar, ni se comuniquen entre sí, ni se modifique el estado de las cosas ni del 
lugar, disponiendo las medidas que la situación requiera y, si fuere necesario, también el arresto de todos ellos. 
 
El arresto podrá consistir en la retención en el lugar, la conducción a una dependencia policial, o ante el representante del MINISTERIO PÚBLICO 
FISCAL o el juez y no podrá durar más de SEIS (6) horas siempre que ello sea necesario para practicar las diligencias que resulten urgentes e 
imprescindibles. La medida le será comunicada inmediatamente al juez y al representante del MINISTERIO PÚBLICO FISCAL por los funcionarios 
de alguna de las fuerzas de seguridad que la hubieran practicado. Después de transcurrido ese plazo el representante del MINISTERIO PÚBLICO 
FISCAL ordenará el cese de la restricción o en su caso procederá de conformidad con el artículo 216. 
 
También podrán actuar del modo indicado en el primer párrafo, las personas a cargo de un lugar cerrado o factible de ser cerrado y los 
conductores de medios de transporte, en el primer momento posterior a la realización de un hecho delictivo cometido en alguno de esos lugares, 
pero deberán requerir de inmediato la presencia de la autoridad de alguna fuerza de seguridad o del representante del MINISTERIO PÚBLICO 
FISCAL, quien, en adelante, se hará cargo del procedimiento. 
(…). 

   
Bolivia Constitución 

Política del Estado 
Artículo 23.  
I. Toda persona tiene derecho a la libertad y seguridad personal. La libertad personal sólo podrá ser restringida en los límites señalados por la 
ley, para asegurar el descubrimiento de la verdad histórica en la actuación de las instancias jurisdiccionales. 
(…). 
V. En el momento en que una persona sea privada de su libertad, será informada de los motivos por los que se procede a su detención, así como 
de la denuncia o querella formulada en su contra. 
(…). 
 
Artículo 126.  
I. La autoridad judicial señalará de inmediato día y hora de la audiencia pública, la cual tendrá lugar dentro de las veinticuatro horas de interpuesta 
la acción, y dispondrá que la persona accionante sea conducida a su presencia o acudirá al lugar de la detención. Con dicha orden se practicará 
la citación, personal o por cédula, a la autoridad o a la persona denunciada, orden que será obedecida sin observación ni excusa, tanto por la 
autoridad o la persona denunciada como por los encargados de las cárceles o lugares de detención, sin que éstos, una vez citados, puedan 
desobedecer. 
(…). 
 
Artículo 152. Las asambleístas y los asambleístas no gozarán de inmunidad. Durante su mandato, en los procesos penales, no se les aplicará 
la medida cautelar de la detención preventiva, salvo delito flagrante. 
 



Ley 1970 
Ley de 25 de marzo 

de 1999 
Código de 

Procedimiento Penal 

Artículo 129°. - (Clases de mandamientos). El juez o tribunal podrá expedir los siguientes mandamientos: 
            
 1) De comparendo, para citar al imputado a efecto de que preste su declaración, así como a los testigos y peritos. Llevará advertencia          de 
expedirse el de aprehensión en caso de desobediencia; 
 
 2) De aprehensión, en caso de desobediencia o resistencia a órdenes judiciales; 
 
 3) De detención preventiva; 
 
 4) De condena; 
 
 5) De arresto; 
 
 6) De libertad provisional; 
 
 7) De libertad en favor del sobreseído o del declarado absuelto, y del que haya cumplido la pena impuesta; 
 
 8) De incautación; 
 
 9) De secuestro; y, 
 
10) De allanamiento y registro o requisa. 
 
(…). 
 
Artículo 154°. - (Facultades del tribunal competente). La Corte Suprema de Justicia al resolver los pedidos de extradición, tendrá la facultad de: 
  
1) Ordenar la detención preventiva del extraditable por un plazo máximo de seis meses siempre que se acredite la existencia de una sentencia 
condenatoria o resolución judicial de detención; 
 
2) Ordenar la detención provisional del extraditable por un plazo máximo de noventa días cuando no se hayan presentado todos los documentos 
exigidos para la procedencia de la extradición; y, 
(…). 
 
Artículo 226. (Aprehensión por la Fiscalía). El fiscal podrá ordenar la aprehensión del imputado, cuando sea necesaria su presencia y existan 
suficientes indicios de que es autor o partícipe de un delito de acción pública sancionado con pena privativa de libertad, cuyo mínimo legal sea 
igual o superior a dos años y de que pueda ocultarse, fugarse o ausentarse del lugar u obstaculizar la averiguación de la verdad, excepto en los 
delitos previstos y sancionados por los Artículos 132 bis, 185, 254, 271 primer párrafo y 331 del Código Penal. 
  
La persona aprehendida será puesta a disposición del juez, en el plazo de veinticuatro (24) horas, para que resuelva dentro del mismo plazo, 
sobre la aplicación de alguna de las medidas cautelares previstas en este Código o decrete su libertad por falta de indicios. 



 
Artículo 227°. - (Aprehensión por la policía). La Policía Nacional podrá aprehender a toda persona en los siguientes casos: 
  
1)            Cuando haya sido sorprendida en flagrancia; 
 
2)            En cumplimiento de mandamiento de aprehensión librado por juez o tribunal competente; 
 
3)            En cumplimiento de una orden emanada del fiscal, y, 
 
4)            Cuando se haya fugado estando legalmente detenida. 
  
La autoridad policial que haya aprehendido a alguna persona deberá comunicar y ponerla a disposición de la Fiscalía en el plazo máximo de 
ocho horas. 
 
Artículo 228°. - (Libertad). En ningún caso el fiscal ni la policía podrán disponer la libertad de las personas aprehendidas. Ellas deberán ser 
puestas a disposición del juez quien definirá su situación procesal. 
  
Artículo 229°. - (Aprehensión por particulares). De conformidad a lo previsto por la Constitución Política del Estado, en caso de flagrancia los 
particulares están facultados para practicar la aprehensión, debiendo entregar inmediatamente al aprehendido a la policía, a la Fiscalía o a la 
autoridad más cercana. 
  
El particular que realice una aprehensión, recogerá también los objetos e instrumentos que hayan servido para cometer el hecho o sean 
conducentes a su descubrimiento y los entregará a la autoridad correspondiente. 
  
Artículo 230° (Flagrancia). Se considera que hay flagrancia cuando el autor del hecho es sorprendido en el momento de intentarlo, de cometerlo 
o inmediatamente después mientras es perseguido por la fuerza pública, el ofendido o los testigos presenciales del hecho. 
  
Artículo 231°. - (Incomunicación). La incomunicación no podrá imponerse, sino en casos de notoria gravedad cuando existan motivos que hagan 
temer que el imputado de otra forma obstaculizará la averiguación de la verdad. En ningún caso podrá exceder el plazo de veinticuatro horas y 
no impedirá que el imputado sea asistido por su defensor antes de la realización de cualquier acto que requiera su intervención personal. 
  
La incomunicación será dispuesta por el fiscal encargado de la investigación, debidamente fundamentada en los motivos señalados en el artículo 
235 de este Código, quien la comunicará inmediatamente al juez de la instrucción para que ratifique o deje sin efecto la incomunicación. 
  
Se permitirá al incomunicado el uso de libros y material de escribir, podrá también realizar actos civiles impostergables que no perjudiquen la 
investigación. 
 
Artículo 231 bis. (MEDIDAS CAUTELARES PERSONALES). 
 
I. Cuando existan suficientes elementos de convicción que permitan sostener que el imputado es con probabilidad autor o partícipe de un hecho 
punible y además existan en su contra suficientes elementos de convicción que no se someterá al proceso u obstaculizará la averiguación de la 



verdad, la jueza, el juez o tribunal, únicamente a petición del fiscal o del querellante, podrá imponer al imputado una o más de las medidas 
cautelares personales siguientes: 
        (…); 

10. Detención preventiva únicamente en los casos permitidos por este Código. 
 

II. Siempre que el peligro de fuga o de obstaculización pueda ser evitado razonablemente por la aplicación de otra medida menos gravosa que 
la detención preventiva, la jueza, el juez o tribunal deberá imponer alguna de las previstas en los numerales 1 al 9 del Parágrafo precedente. 
 
III. Cuando el imputado se encuentre en libertad y en la audiencia se determine la aplicación de una medida cautelar que no sea la detención 
preventiva, la jueza, el juez o tribunal mantendrá su situación procesal y le otorgará un plazo prudente debidamente fundamentado para el 
cumplimiento de los requisitos o condiciones a las que hubiera lugar. 
 
IV. A tiempo de disponerse la aplicación de las medidas cautelares previstas en los numerales 1 al 9 del Parágrafo I del presente Artículo, la 
jueza, el juez o tribunal determinará las condiciones y reglas que deberá cumplir el imputado, con la expresa advertencia de que la comisión de 
un nuevo delito o el incumplimiento de las reglas impuestas, dará lugar a la revocatoria de la medida y su sustitución por otra más grave, incluso 
la detención preventiva, cuando ésta sea permitida por este Código. 
 
V. La carga de la prueba para acreditar los peligros de fuga u obstaculización corresponde a la parte acusadora, no debiendo exigirse al imputado 
acreditar que no se fugará ni obstaculizará la averiguación de la verdad. 
 
Artículo 232. (IMPROCEDENCIA DE LA DETENCIÓN PREVENTIVA). 
I. No procede la detención preventiva: 
 
1. En los delitos de acción privada; 
 
2. En los delitos que no tengan prevista pena privativa de libertad; 
 
3. Cuando se trate de personas con enfermedad en grado terminal, debidamente certificada; 
 
4. Cuando se trate de personas mayores de sesenta y cinco (65) años; 
 
5. En los delitos sancionados con pena privativa de libertad, cuyo máximo legal sea inferior o igual a cuatro (4) años; 
 
 
6. En los delitos de contenido patrimonial con pena privativa de libertad cuyo máximo legal sea inferior o igual a seis (6) años, siempre que no 
afecte otro bien jurídico tutelado; 
7. Cuando se trate de mujeres embarazadas; 
 
8. Cuando se trate de madres durante la lactancia de hijos menores de un (1) año; y, 
 



9. Cuando la persona imputada sea la única que tenga bajo su guarda, custodia o cuidado a una niña o niño menor de seis (6) años o a una 
persona con un grado de discapacidad que le impida valerse por sí misma. 
 
II. En los casos previstos en el Parágrafo precedente, y siempre que concurran los peligros de fuga u obstaculización, únicamente se podrá 
aplicar las medidas previstas en los numerales 1 al 9 del Artículo 231 bis del presente Código. 
 
III. Los numerales 4, 6, 7, 8 y 9 del Parágrafo I del presente Artículo, no se aplicarán como causal de improcedencia de la detención preventiva 
cuando se trate de alguno de los siguientes delitos: 
 
1. De lesa humanidad, terrorismo, genocidio, traición a la patria y crímenes de guerra. 
 
2. Contra la vida, integridad corporal o libertad sexual de niñas, niños, adolescentes, mujeres y adultos mayores. 
 
3. De contenido patrimonial que se ejerzan con violencia física sobre las personas. 
 
4. De contenido patrimonial con afectación al Estado, de corrupción o vinculados. 
 
5. De narcotráfico y sustancias controladas.” 
 
IV. En delitos por violencia familiar o doméstica, podrá considerarse la aplicación de la detención preventiva. 
 
Artículo 233. (REQUISITOS PARA LA DETENCIÓN PREVENTIVA). La detención preventiva únicamente será impuesta cuando las demás 
medidas cautelares personales sean insuficientes para asegurar la presencia del imputado y el no entorpecimiento de la averiguación del hecho. 
Será aplicable siempre previa imputación formal y a pedido del fiscal o víctima, aunque no se hubiera constituido en querellante, quienes deberán 
fundamentar y acreditar en audiencia pública los siguientes extremos: 
  
1. La existencia de elementos de convicción suficientes para sostener que el imputado es, ¡con probabilidad, autor o partícipe de un hecho 
punible; 
 
2. La existencia de elementos de convicción suficientes de que el imputado no se someterá al proceso u obstaculizará la averiguación de la 
verdad; 
 
3. El plazo de duración de la detención preventiva solicitada y los actos investigativos que realizará en dicho término, para asegurar la averiguación 
de la verdad, el desarrollo del proceso y la aplicación de la Ley. En caso que la medida sea solicitada por la víctima o el querellante, únicamente 
deberá especificar de manera fundamentada el plazo de duración de la medida. 
  
En etapa de juicio y recursos, para que proceda la detención preventiva se deberá acreditar los riesgos procesales previstos en el numeral 2 del 
presente Artículo. 
  



El plazo de duración de la detención preventiva podrá ser ampliado a petición fundada del fiscal y únicamente cuando responda a la complejidad 
del caso. La ampliación también podrá ser solicitada por el querellante cuando existan actos pendientes de investigación solicitados 
oportunamente al fiscal y no respondidos por éste. 
 
Artículo 234. (PELIGRO DE FUGA). Por peligro de fuga se entiende a toda circunstancia que permita sostener fundadamente que el imputado 
no se someterá al proceso buscando evadir la acción de la justicia. 
  
Para decidir acerca de su concurrencia, se realizará una evaluación integral de las circunstancias existentes, teniendo en cuenta las siguientes: 
  
1.      Que el imputado no tenga domicilio o residencia habitual, ni familia, negocios o trabajos asentados en el país; 
 
2.       Las facilidades para abandonar el país o permanecer oculto; 
 
3.      La evidencia de que el imputado está realizando actos preparatorios de fuga; 
 
4.      El comportamiento del imputado durante el proceso o en otro anterior, en la medida que indique su voluntad de no someterse al mismo; 
 
5.      Habérsele aplicado alguna salida alternativa por delito doloso; 
 
6.      La existencia de actividad delictiva reiterada o anterior, debidamente acreditada; 
 
7.      Peligro efectivo para la sociedad o para la víctima o el denunciante; y 
 
8.      Cualquier otra circunstancia debidamente acreditada, que permita sostener fundadamente que el imputado se encuentra en riesgo de fuga. 
  
El peligro de fuga no se podrá fundar en meras presunciones abstractas sobre la concurrencia de los numerales 1 al 8 del presente Artículo, sino 
que deberá surgir de la información precisa, confiable y circunstanciada que el fiscal o querellante aporten en la audiencia y den razonabilidad 
suficiente del por qué la circunstancia alegada permite concluir que el imputado eludirá la acción de la justicia. 
  
Las circunstancias señaladas en el numeral 1 del presente Artículo, se valorarán siempre atendiendo a la situación socio-económica de la persona 
imputada y en ningún caso la inexistencia de derecho propietario, contrato de arrendamiento o anticresis en favor del imputado, será por sí misma 
entendida como falta de domicilio o residencia habitual; tampoco la inexistencia de un contrato formal de trabajo será entendida por sí misma 
como la falta de negocios o trabajo. 
  
Artículo 235. (PELIGRO DE OBSTACULIZACIÓN). Por peligro de obstaculización se entiende a toda circunstancia que permita sostener 
fundamentadamente, que el imputado con su comportamiento entorpecerá la averiguación de la verdad. Para decidir acerca de su concurrencia 
se realizará una evaluación integral de las circunstancias existentes, teniendo especialmente en cuenta las siguientes: 
  
1. Que el imputado destruya, modifique, oculte, suprima y/o falsifique elementos de prueba; 
 



2. Que el imputado amenace o influya negativamente sobre los partícipes, víctima, testigos o peritos, a objeto de que informen falsamente o se 
comporten de manera reticente; 
 
3. Que el imputado amenace o influya negativamente en jueces, fiscales y/o en los funcionarios y empleados del sistema de administración de 
justicia. 
 
4. Que el imputado induzca a otros a realizar las acciones descritas en los numerales 1, 2 y 3 del presente Artículo. 
 
5. Cualquier otra circunstancia debidamente acreditada, que permita sostener fundadamente que el imputado, directa o indirectamente, 
obstaculizará la averiguación de la verdad. 
  
El peligro de obstaculización no se podrá fundar en meras presunciones abstractas, sino que deberá surgir de la información precisa y 
circunstanciada que el fiscal o querellante aporten en la audiencia y den razonabilidad suficiente de que el imputado obstaculizará la averiguación 
de la verdad. 
 
Artículo 235 bis. (PELIGRO DE REINCIDENCIA). También se podrán aplicar medidas cautelares incluida la detención preventiva, cuando el 
imputado haya sido condenado en Bolivia o en el extranjero por sentencia ejecutoriada si no hubieran transcurrido desde el cumplimiento de la 
condena un plazo de cinco (5) años. 
 
Artículo 235 ter. (RESOLUCIÓN). La jueza o el juez atendiendo los argumentos y valorando integralmente los elementos probatorios ofrecidos 
por las partes, resolverá fundadamente disponiendo: 
  
1. La improcedencia de la solicitud; 
 
2. La aplicación de la medida o medidas solicitadas; o, 
 
3. La aplicación de la medida o medidas menos graves que las solicitadas. 
  
La jueza o el juez controlará de oficio la legalidad y razonabilidad de los requerimientos y no podrá fundar el peligro de fuga ni obstaculización en 
simples afirmaciones subjetivas o fórmulas abstractas.  
  
Si se resuelve la aplicación de la detención preventiva, la resolución deberá fijar con precisión su duración indicando la fecha exacta de su 
cumplimiento y el día y hora de audiencia pública para resolver la situación jurídica de la persona cautelada, quedando las partes notificadas al 
efecto, sin otra formalidad.  
  
Si la petición se funda en la necesidad de realizar una actuación concreta, la detención preventiva cesará una vez realizada dicha actuación, lo 
que se resolverá en audiencia pública. 
  
La jueza o el juez controlará de oficio la excepcionalidad, legalidad, necesidad, proporcionalidad y razonabilidad de los requerimientos y no podrá 
fundar el peligro de fuga ni obstaculización en simples afirmaciones subjetivas o fórmulas abstractas. 
  



Para determinar el plazo de duración de la medida solicitada, la decisión de la jueza, el juez o tribunal deberá basarse en criterios objetivos y 
razonables. 
  
Artículo 236°. - (COMPETENCIA, FORMA Y CONTENIDO DE LA DECISIÓN). El auto que disponga la aplicación de una medida cautelar 
personal, será dictado por la jueza, el juez o tribunal del proceso y deberá contener: 
  
1. Los datos personales del imputado o su individualización más precisa; 
 
2. El número único de causa asignada por el Ministerio Público y la instancia jurisdiccional correspondiente; 
 
3. Una sucinta enunciación del hecho o hechos que se le atribuyen, 
 
4. La fundamentación expresa sobre los presupuestos que motivan la medida, con las normas legales aplicables; 
 
5. El lugar de su cumplimiento; y, 
 
6. El plazo de duración de la medida. 
 
Artículo 237°. - (Tratamiento). Los detenidos preventivamente serán internados en establecimientos especiales, diferentes de los que se utilizan 
para los condenados, o al menos en secciones separadas de las dispuestas para estos últimos y serán tratados en todo momento como inocentes 
que sufren la detención con el único fin de asegurar el normal desarrollo del proceso penal. 
  
La detención preventiva debe cumplirse en el recinto penal del lugar donde se tramita el proceso. 
  
Artículo 238°. - (CONTROL). La jueza o el juez de ejecución penal, se encargará de controlar que el detenido esté debidamente individualizado 
y sobre el trato que le es otorgado, debiendo identificar el proceso dentro del cual se dispuso su detención preventiva o la pena de privación de 
libertad. 
 
Cuando la jueza o el juez de ejecución penal constate violación al régimen legal de detención preventiva o que ésta exceda los plazos dispuestos, 
comunicará inmediatamente a la autoridad jurisdiccional del proceso, quien resolverá sin más trámite en audiencia pública dentro del plazo de 
veinticuatro (24) horas. 
 
Todo permiso de salida o traslado, únicamente lo autorizará la jueza, el juez o tribunal del proceso con noticia a la jueza o juez de ejecución penal 
a los fines de registro. En caso de urgencia, esta medida podrá ser dispuesta por la jueza o el juez de ejecución penal, con noticia inmediata a la 
jueza, juez o tribunal del proceso bajo responsabilidad. 
 
El condenado que cumpla pena privativa de libertad y simultáneamente esté sometido a detención preventiva, seguirá el régimen que impone su 
condena, sin perjuicio de que la jueza o el juez del proceso tome las medidas necesarias para garantizar su defensa. 
 



La jueza o el juez de ejecución penal, comunicará a la Dirección General de Régimen Penitenciario la información sobre las personas con 
detención preventiva o pena privativa de libertad a fines de la actualización permanente de datos sobre el cumplimiento de los plazos de la 
detención preventiva, de cumplimiento de condena y otros. 
 
Las comunicaciones previstas en este Artículo deberán efectuarse a través del sistema informático de gestión de causas. 
 
Artículo 239. (CESACIÓN DE LAS MEDIDAS CAUTELARES PERSONALES). Las medidas cautelares personales cesarán por el cumplimiento 
de alguna de las siguientes causales: 
  
1. Cuando nuevos elementos demuestren que no concurren los motivos que la fundaron o tornen conveniente que sea sustituida por otra medida; 
 
2. Cuando haya vencido el plazo dispuesto respecto al cumplimiento de la detención preventiva, siempre y cuando el fiscal no haya solicitado la 
ampliación del plazo de la detención; 
 
3. Cuando la duración de la detención preventiva exceda el mínimo legal de la pena establecida para el delito más grave que se juzga; 
 
4. Cuando la duración de la detención preventiva exceda de doce (12) meses sin que se haya dictado acusación o de veinticuatro (24) meses sin 
que se hubiera dictado sentencia, excepto en delitos de corrupción, seguridad del Estado, feminicidio, trata y tráfico de personas, asesinato, 
violación a niña, niño, adolescente e infanticidio, narcotráfico o sustancias controladas. 
 
5. Cuando la persona privada de libertad acredite que se encuentra con enfermedad grave o en estado terminal; o, 
 
6. Cuando la persona privada de libertad acredite el cumplimiento de sesenta y cinco (65) años de edad, salvo en delitos contra la vida, integridad 
corporal o libertad sexual de niñas, niños, adolescentes, mujeres y adultos mayores, delitos de corrupción y vinculados, de lesa humanidad, 
terrorismo, genocidio, traición a la patria, crímenes de guerra y narcotráfico o sustancias controladas. 
 
Planteada la solicitud, en el caso de los numerales 1, 2, 5 y 6, la jueza, el juez o tribunal deberá señalar audiencia para su resolución dentro del 
plazo máximo de cuarenta y ocho (48) horas. 
 
En el caso de los numerales 3 y 4, la Oficina Gestora de Procesos, a través del buzón de notificaciones de ciudadanía digital, dentro de las 
veinticuatro (24) horas siguientes correrá traslado a las partes, quienes deberán responder en el plazo de cuarenta y ocho (48) horas. Con 
contestación o sin ella, la jueza, el juez o tribunal dictará resolución sin necesidad de audiencia, dentro del plazo máximo de cuarenta y ocho (48) 
horas siguientes, declarando la procedencia, siempre que la demora no sea atribuible a los actos dilatorios del imputado, o la improcedencia del 
beneficio, sin posibilidad de suspensión de plazos. 
 
En los casos previstos en los numerales 2 al 6 del presente Artículo, la jueza, el juez o tribunal aplicará las medidas cautelares que correspondan, 
previstas en el Artículo 231 bis del presente Código. 
 
La cesación de la detención preventiva por las causas señaladas en los numerales 3 y 4 del presente Artículo, dará lugar a la responsabilidad de 
la jueza, el juez, tribunal o fiscal negligente. 



Cuando la cesación sea resuelta en audiencia pública y ante la ausencia de cualquiera de los sujetos procesales, se seguirá en todo lo pertinente, 
lo establecido en el Artículo 113 de presente Código. 
(…). 
 
Artículo 296º.- (Aprehensión). En los casos que este Código autoriza aprehender a los imputados, los miembros de la policía deberán cumplir 
con los siguientes principios básicos de actuación: 
  
1) Hacer uso de la fuerza sólo cuando sea estrictamente necesario; 
 
2) No utilizar armas, excepto cuando: 
  
a) Haya resistencia que ponga en peligro la vida o la integridad física de las personas; y, 
b) En caso de fuga resulten insuficientes, medidas menos extremas para lograr la aprehensión del imputado, previa advertencia sobre su 
utilización 
 
3) No infligir, instigar o tolerar ningún acto de vejación, tortura u otros tratos o castigos crueles, inhumanos o degradantes, tanto en el momento 
de la aprehensión como durante el tiempo de la detención; 
 
4) No permitir que los detenidos sean presentados a ningún medio de comunicación social, sin su expreso consentimiento, el que se otorgará en 
presencia del defensor y se hará constar en las diligencias respectivas; 
 
5) Identificarse, a través de su credencial en el momento de la aprehensión, como autoridad policial indicando su nombre y apellido y cerciorarse 
de la identidad de la persona o personas contra quienes proceda; 
 
6) Informar a la persona, en el momento de la aprehensión, el motivo de ésta, que tiene derecho a guardar silencio sin que ello le perjudique y a 
designar un abogado defensor; 
 
7) Comunicar la detención y el establecimiento donde será conducido, a los parientes u otras personas relacionadas con el imputado; y, 
8) Consignar en un registro inalterable el lugar, día y hora de la detención. 
  
La inobservancia de las normas contenidas en el presente artículo, dará lugar a la responsabilidad administrativa y penal que corresponda. 
(…). 
 
Artículo 303º.- (Detención en sede policial). Si el imputado se encuentra detenido y el fiscal considera que debe continuar privado de libertad, 
formalizará la imputación requiriendo al juez de la instrucción la detención preventiva, dentro de las veinticuatro horas desde que tomó 
conocimiento de la aprehensión. 
  
Si el fiscal no requiere en dicho plazo, el juez de la instrucción dispondrá, de oficio o a petición de parte, la inmediata libertad del detenido, salvo 
que el querellante haya solicitado la detención preventiva y el juez la considere procedente. 
(…). 
 



Artículo 325. (PRESENTACIÓN DE REQUERIMIENTO CONCLUSIVO). 
(…). 
 
III. En caso de que el imputado guarde detención preventiva, el plazo máximo será de cuarenta y ocho (48) horas para la realización de la 
audiencia, bajo responsabilidad, debiendo habilitar horas y días inhábiles. 
(…). 
 
Artículo 328º.- (TRÁMITE Y RESOLUCIÓN DE SALIDAS ALTERNATIVAS). 
 
(…). 
 
II. La aplicación de la suspensión condicional del proceso, el procedimiento abreviado o la conciliación, deberán resolverse en audiencia a llevarse 
a cabo dentro del plazo de diez (10) días siguientes de solicitadas. Cuando el imputado guarde detención preventiva, la audiencia deberá llevarse 
a cabo dentro del plazo de cuarenta y ocho (48) horas, debiendo habilitarse horas y días inhábiles. La audiencia no podrá ser suspendida si la 
víctima o querellante no asistiere, siempre que haya sido notificada, en tal caso la resolución asumida deberá ser notificada a la víctima o 
querellante. 
(…). 
 
Artículo 389 quinquies. (INCUMPLIMIENTO). En caso de incumplimiento de las medidas de protección especial, impuestas por la jueza o el 
juez, a efecto de hacer efectivo el resguardo de los derechos de la vida, integridad física o psicológica de las víctimas, de oficio o a solicitud del 
fiscal, la víctima, representante legal, querellante o la instancia de defensa de los derechos de la niñez y adolescencia o de las mujeres, en 
audiencia, la autoridad jurisdiccional dispondrá detención preventiva del infractor de un mínimo de tres (3) a un máximo de seis (6) días, según 
la gravedad. 
(…). 
 
Artículo 393 ter. (Audiencia). 
  
I. En audiencia oral, la o el Juez de Instrucción Penal escuchará a la o el Fiscal, a la o al imputado y su defensor, a la víctima o al querellante, 
verificará el cumplimiento de las condiciones de procedencia previstas en el Artículo precedente y resolverá sobre la aplicación del procedimiento. 
  
Si la o el Juez acepta la aplicación del procedimiento inmediato por flagrancia, en la misma audiencia el Fiscal podrá: 
(…). 
5. Solicitar la detención preventiva de la o el imputado, cuando concurra alguno de los requisitos establecidos en el Artículo 233 del presente 
Código, para garantizar su presencia en el juicio. La solicitud no podrá ser denegada por la o el Juez de Instrucción, salvo los casos de 
improcedencia de la detención preventiva, en los cuales se impondrán medidas sustitutivas a la detención preventiva. 
 

   
Chile Constitución Política  

de la República de 
Chile 

Artículo 19.- La Constitución asegura a todas las personas: 
(…); 
2º.- La igualdad ante la ley. En Chile no hay persona ni grupo privilegiados. En Chile no hay esclavos y el que pise su territorio queda libre. 
Hombres y mujeres son iguales ante la ley.  



Ni la ley ni autoridad alguna podrán establecer diferencias arbitrarias; 
 
3º.- La igual protección de la ley en el ejercicio de único sus derechos.  
 
Toda persona tiene derecho a defensa jurídica en la forma que la ley señale y ninguna autoridad o individuo podrá impedir, restringir o perturbar 
la debida intervención del letrado si hubiere sido requerida.  
 
Tratándose de los integrantes de las Fuerzas Armadas y de Orden y Seguridad Pública, este derecho se regirá, en lo concerniente a lo 
administrativo y disciplinario, por las normas pertinentes de sus respectivos estatutos. La ley arbitrará los medios para otorgar asesoramiento y 
defensa jurídica a quienes no puedan procurárselos por sí mismos. La ley señalará los casos y establecerá la forma en que las personas naturales 
víctimas de delitos dispondrán de asesoría y defensa jurídica gratuitas, a efecto de ejercer la acción penal reconocida por esta Constitución y las 
leyes. 
 
Toda persona imputada de delito tiene derecho irrenunciable a ser asistida por un abogado defensor proporcionado por el Estado si no nombrare 
uno en la oportunidad establecida por la ley. 
 
Nadie podrá ser juzgado por comisiones especiales, sino por el tribunal que señalare la ley y que se hallare establecido por ésta con anterioridad 
a la perpetración del hecho. 
 
Toda sentencia de un órgano que ejerza jurisdicción debe fundarse en un proceso previo legalmente tramitado. Corresponderá al legislador 
establecer siempre las garantías de un procedimiento y una investigación racionales y justos. 
 
La ley no podrá presumir de derecho la responsabilidad único penal.  
 
Ningún delito se castigará con otra pena que la que señale una ley promulgada con anterioridad a su perpetración, a menos que una nueva ley 
favorezca al afectado.  
 
Ninguna ley podrá establecer penas sin que la conducta que se sanciona esté expresamente descrita en ella; 
(…). 
7º.- El derecho a la libertad personal y a la seguridad individual. 
En consecuencia: 
(…): 
 
b) Nadie puede ser privado de su libertad personal ni ésta restringida sino en los casos y en la forma determinados por la Constitución y las leyes;  
 
c) Nadie puede ser arrestado o detenido sino por orden de funcionario público expresamente facultado por la ley y después de que dicha orden 
le sea intimada en forma legal. Sin embargo, podrá ser detenido el que fuere sorprendido en delito flagrante, con el solo objeto de ser puesto a 
disposición del juez competente dentro de las veinticuatro horas siguientes.  
 



Si la autoridad hiciere arrestar o detener a alguna persona, deberá, dentro de las cuarenta y ocho horas siguientes, dar aviso al juez competente, 
poniendo a su disposición al afectado. El juez podrá, por resolución fundada, ampliar este plazo hasta por cinco días, y hasta por diez días, en 
el caso que se investigaren hechos calificados por la ley como conductas terroristas. 
 
Este lapso de cuarenta y ocho horas no se considerará para efectos de materialización de expulsiones administrativas. En este último caso, 
corresponderá a la ley fijar el plazo máximo, el que no podrá, en todo caso, exceder de cinco días corridos;  
 
d) Nadie puede ser arrestado o detenido, sujeto a prisión preventiva o preso, sino en su casa o en lugares públicos destinados a este objeto.  
 
Los encargados de las prisiones no pueden recibir en ellas a nadie en calidad de arrestado o detenido, procesado o preso, sin dejar constancia 
de la orden correspondiente, emanada de autoridad que tenga facultad legal, en un registro que será público.  
 
Ninguna incomunicación puede impedir que el funcionario encargado de la casa de detención visite al arrestado o detenido, procesado o preso, 
que se encuentre en ella. Este funcionario está obligado, siempre que el arrestado o detenido lo requiera, a transmitir al juez competente la copia 
de la orden de detención, o a reclamar para que se le dé dicha copia, o a dar él mismo un certificado de hallarse detenido aquel individuo, si al 
tiempo de su detención se hubiere omitido este requisito;  
 
e) La libertad del imputado procederá a menos que la detención o prisión preventiva sea considerada por el juez como necesaria para las 
investigaciones o para la seguridad del ofendido o de la sociedad. La ley establecerá los requisitos y modalidades para obtenerla. 
 
La apelación de la resolución que se pronuncie sobre único la libertad del imputado por los delitos a que se refiere el artículo 9°, será conocida 
por el tribunal superior que corresponda, integrado exclusivamente por miembros titulares. La resolución que la apruebe u otorgue 1° requerirá 
ser acordada por unanimidad. Mientras dure la libertad, el imputado quedará siempre sometido a las medidas de vigilancia de la autoridad que 
la ley contemple; 
 
f) En las causas criminales no se podrá obligar al imputado o acusado a que declare bajo juramento sobre hecho propio; tampoco podrán ser 
obligados a declarar en contra de éste sus ascendientes, descendientes, cónyuge y demás personas que, según los casos y circunstancias, 
señale la ley; 
 
g) No podrá imponerse la pena de confiscación de bienes, sin perjuicio del comiso en los casos establecidos por las leyes; pero dicha pena será 
procedente respecto de las asociaciones ilícitas;  
 
h) No podrá aplicarse como sanción la pérdida de los derechos previsionales, e  
 
i) Una vez dictado sobreseimiento definitivo o sentencia absolutoria, el que hubiere sido sometido a proceso o condenado en cualquier instancia 
por resolución que la Corte Suprema declare injustificadamente errónea o arbitraria, tendrá derecho a ser indemnizado por el Estado de los 
perjuicios patrimoniales y morales que haya sufrido. La indemnización será determinada judicialmente en procedimiento breve y sumario y en él 
la prueba se apreciará en conciencia; 
(…). 
 



Artículo 21.- Todo individuo que se hallare arrestado, detenido o preso con infracción de lo dispuesto en la Constitución o en las leyes, podrá 
ocurrir por sí, o por cualquiera a su nombre, a la magistratura que señale la ley, a fin de que ésta ordene se guarden las formalidades legales y 
adopte de inmediato las providencias que juzgue necesarias para restablecer el imperio del derecho y asegurar la debida protección del afectado. 
 
Esa magistratura podrá ordenar que el individuo sea traído a su presencia y su decreto será precisamente obedecido por todos los encargados 
de las cárceles o lugares de detención. Instruida de los antecedentes, decretará su libertad inmediata o hará que se reparen los defectos legales 
o pondrá al individuo a disposición del juez competente, procediendo en todo breve y sumariamente, y corrigiendo por sí esos defectos o dando 
cuenta a quien corresponda para que los corrija.  
 
El mismo recurso, y en igual forma, podrá ser deducido en favor de toda persona que ilegalmente sufra cualquiera otra privación, perturbación o 
amenaza en su derecho a la libertad personal y seguridad individual. La respectiva magistratura dictará en tal caso las medidas indicadas en los 
incisos anteriores que estime conducentes para restablecer el imperio del derecho y asegurar la debida protección del afectado. 
 

Ley 19696  
Código Procesal 

Penal 

Artículo 83.- Actuaciones de la policía sin orden previa. Corresponderá a los funcionarios de Carabineros de Chile y de la Policía de 
Investigaciones de Chile realizar las siguientes actuaciones, sin necesidad de recibir previamente instrucciones particulares de los fiscales: 
 
a) Prestar auxilio a la víctima; 
 
b) Practicar la detención en los casos de flagrancia, conforme a la ley; 
(…). 
 
Artículo 85.- Control de identidad. Los funcionarios policiales señalados en el artículo 83 deberán, además, sin orden previa de los fiscales, 
solicitar la identificación de cualquier persona en los casos fundados, en que, según las circunstancias, estimaren que exista algún indicio de que 
ella hubiere cometido o intentado cometer un crimen, simple delito o falta; de que se dispusiere a cometerlo; de que pudiere suministrar 
informaciones útiles para la indagación de un crimen, simple delito o falta; o en el caso de la persona que se encapuche o emboce para ocultar, 
dificultar o disimular su identidad. El funcionario policial deberá otorgar a la persona facilidades para encontrar y exhibir estos instrumentos. 
     
Procederá también tal solicitud cuando los funcionarios policiales tengan algún antecedente que les permita inferir que una determinada persona 
tiene alguna orden de detención pendiente. 
     
La identificación se realizará en el lugar en que la persona se encontrare, por medio de documentos de identificación expedidos por la autoridad 
pública, como cédula de identidad, licencia de conducir o pasaporte. El funcionario policial deberá otorgar a la persona facilidades para encontrar 
y exhibir estos instrumentos. 
     
Durante este procedimiento, sin necesidad de nuevo indicio, la policía podrá proceder al registro de las vestimentas, equipaje o vehículo de la 
persona cuya identidad se controla, y cotejar la existencia de las órdenes de detención que pudieren afectarle. La policía procederá a la detención, 
sin necesidad de orden judicial y en conformidad a lo dispuesto en el artículo 129, de quienes se sorprenda, a propósito del registro, en alguna 
de las hipótesis del artículo 130, así como de quienes al momento del cotejo registren orden de detención pendiente. 
     
En caso de negativa de una persona a acreditar su identidad, o si habiendo recibido las facilidades del caso no le fuere posible hacerlo, la policía 
la conducirá a la unidad policial más cercana para fines de identificación. En dicha unidad se le darán facilidades para procurar una identificación 



satisfactoria por otros medios distintos de los ya mencionados, dejándola en libertad en caso de obtenerse dicho resultado, previo cotejo de la 
existencia de órdenes de detención que pudieren afectarle. Si no resultare posible acreditar su identidad, se le tomarán huellas digitales, las que 
sólo podrán ser usadas para fines de identificación y, cumplido dicho propósito, serán destruidas. 
     
El conjunto de procedimientos detallados en los incisos precedentes no deberá extenderse por un plazo superior a ocho horas, transcurridas las 
cuales la persona que ha estado sujeta a ellos deberá ser puesta en libertad, salvo que existan indicios de que ha ocultado su verdadera identidad 
o ha proporcionado una falsa, caso en el cual se estará a lo dispuesto en el inciso siguiente. 
     
Si la persona se niega a acreditar su identidad o se encuentra en la situación indicada en el inciso anterior, se procederá a su detención como 
autora de la falta prevista y sancionada en el Nº 5 del artículo 496 del Código Penal. El agente policial deberá informar, de inmediato, de la 
detención al fiscal, quien podrá dejarla sin efecto u ordenar que el detenido sea conducido ante el juez dentro de un plazo máximo de veinticuatro 
horas, contado desde que la detención se hubiere practicado. Si el fiscal nada manifestare, la policía deberá presentar al detenido ante la 
autoridad judicial en el plazo indicado. 
     
Los procedimientos dirigidos a obtener la identidad de una persona en conformidad a los incisos precedentes, deberán realizarse en la forma 
más expedita posible, y el abuso en su ejercicio podrá ser constitutivo del delito previsto y sancionado en el artículo 255 del Código Penal. 
     
Si no pudiere lograrse la identificación por los documentos expedidos por la autoridad pública, las policías podrán utilizar medios tecnológicos de 
identificación para concluir con el procedimiento de identificación de que se trata. 
(…). 
 
Artículo 91.- Declaraciones del imputado ante la policía. La policía sólo podrá interrogar autónomamente al imputado en presencia de su 
defensor. Si éste no estuviere presente durante el interrogatorio, las preguntas se limitarán a constatar la identidad del sujeto. 
    
Si, en ausencia del defensor, el imputado manifestare su deseo de declarar, la policía tomará las medidas necesarias para que declare 
inmediatamente ante el fiscal. Si esto no fuere posible, la policía podrá consignar las declaraciones que se allanare a prestar, bajo la 
responsabilidad y con la autorización del fiscal. El defensor podrá incorporarse siempre y en cualquier momento a esta diligencia. 
 
Artículo 92.- Prohibición de informar. Los funcionarios policiales no podrán informar a los medios de comunicación social acerca de la identidad 
de detenidos, imputados, víctimas, testigos, ni de otras personas que se encontraren o pudieren resultar vinculadas a la investigación de un 
hecho punible. 
 
Artículo 93.- Derechos y garantías del imputado. Todo imputado podrá hacer valer, hasta la terminación del proceso, los derechos y garantías 
que le confieren las leyes. 
     
En especial, tendrá derecho a: 
     
a) Que se le informe de manera específica y clara acerca de los hechos que se le imputaren y los derechos que le otorgan la Constitución y las 
leyes;   
 
b) Ser asistido por un abogado desde los actos iniciales de la investigación; 



 
c) Solicitar de los fiscales diligencias de investigación destinadas a desvirtuar las imputaciones que se le formularen; 
 
d) Solicitar directamente al juez que cite a una audiencia, a la cual podrá concurrir con su abogado o sin él, con el fin de prestar declaración sobre 
los hechos materia de la investigación; 
 
e) Solicitar que se active la investigación y conocer su contenido, salvo en los casos en que alguna parte de ella hubiere sido declarada secreta 
y sólo por el tiempo que esa declaración se prolongare; 
 
f) Solicitar el sobreseimiento definitivo de la causa y recurrir contra la resolución que lo rechazare; 
 
g) Guardar silencio o, en caso de consentir en prestar declaración, a no hacerlo bajo juramento. Sin perjuicio de lo dispuesto en los artículos 91 
y 102, al ser informado el imputado del derecho que le asiste conforme a esta letra, respecto de la primera declaración que preste ante el fiscal 
o la policía, según el caso, deberá señalársele lo siguiente: "Tiene derecho a guardar silencio. El ejercicio de este derecho no le ocasionará 
ninguna consecuencia legal adversa; sin embargo, si renuncia a él, todo lo que manifieste podrá ser usado en su contra.";  
 
h) No ser sometido a tortura ni a otros tratos crueles, inhumanos o degradantes, e 
 
i) No ser juzgado en ausencia, sin perjuicio de las responsabilidades que para él derivaren de la situación de rebeldía. 
 
 
Artículo 94.- Imputado privado de libertad. El imputado privado de libertad tendrá, además, las siguientes garantías y derechos: 
 
a) A que se le exprese específica y claramente el motivo de su privación de libertad y, salvo el caso de delito flagrante, a que se le exhiba la 
orden que la dispusiere; 
 
b) A que el funcionario a cargo del procedimiento de detención o de aprehensión le informe de los derechos a que se refiere el inciso segundo 
del artículo 135; 
 
c) A ser conducido sin demora ante el tribunal que hubiere ordenado su detención; 
 
d) A solicitar del tribunal que le conceda la libertad; 
 
e) A que el encargado de la guardia del recinto policial al cual fuere conducido informe, en su presencia, al familiar o a la persona que le indicare, 
que ha sido detenido o preso, el motivo de la detención o prisión y el lugar donde se encontrare; 
 
f) A entrevistarse privadamente con su abogado de acuerdo al régimen del establecimiento de detención, el que sólo contemplará las restricciones 
necesarias para el mantenimiento del orden y la seguridad del recinto; 
 
g) A tener, a sus expensas, las comodidades y ocupaciones compatibles con la seguridad del recinto en que se encontrare, y 
 



h) A recibir visitas y comunicarse por escrito o por cualquier otro medio, salvo lo dispuesto en el artículo 151. 
(…). 
 
Artículo 102.- Derecho a designar libremente a un defensor. Desde la primera actuación del procedimiento y hasta la completa ejecución de la 
sentencia que se dictare, el imputado tendrá derecho a designar libremente uno o más defensores de su confianza. Si no lo tuviere, el juez 
procederá a hacerlo, en los términos que señale la ley respectiva. En todo caso, la designación del defensor deberá tener lugar antes de la 
realización de la primera audiencia a que fuere citado el imputado. 
     
Si el imputado se encontrare privado de libertad, cualquier persona podrá proponer para aquél un defensor determinado, o bien solicitar se le 
nombre uno. Conocerá de dicha petición el juez de garantía competente o aquél correspondiente al lugar en que el imputado se encontrare. 
     
El juez dispondrá la comparecencia del imputado a su presencia, con el objeto de que acepte la designación del defensor. 
     
Si el imputado prefiriere defenderse personalmente, el tribunal lo autorizará sólo cuando ello no perjudicare la eficacia de la defensa; en caso 
contrario, le designará defensor letrado, sin perjuicio del derecho del imputado a formular planteamientos y alegaciones por sí mismo, según lo 
dispuesto en el artículo 8º. 
(…). 
 
Artículo 124. Exclusión de otras medidas. Cuando la imputación se refiriere a faltas, o delitos que la ley no sancionare con penas privativas ni 
restrictivas de libertad, no se podrán ordenar medidas cautelares que recaigan sobre la libertad del imputado, con excepción de la citación. 
     
Lo dispuesto en el inciso anterior no tendrá lugar en los casos a que se refiere el inciso cuarto del artículo 134 o cuando procediere el arresto por 
falta de comparecencia, la detención o la prisión preventiva de acuerdo a lo dispuesto en el artículo 33. 
 
Artículo 124 bis. - Tratándose del caso previsto en los párrafos tercero y final del numeral 6 del artículo 10 del Código Penal, no se podrán 
ordenar medidas cautelares que recaigan sobre la libertad del imputado, con excepción de la citación y las medidas cautelares previstas en los 
literales d) y g) del artículo 155. Lo anterior, no será aplicable si en el curso de la investigación surgen antecedentes calificados que justifiquen la 
existencia de un delito. 
 
Párrafo 3º Detención 
Artículo 125.- Procedencia de la detención. Ninguna persona podrá ser detenida sino por orden de funcionario público expresamente facultado 
por la ley y después que dicha orden le fuere intimada en forma legal, a menos que fuere sorprendida en delito flagrante y, en este caso, para el 
único objeto de ser conducida ante la autoridad que correspondiere. 
     
Artículo 126.- Presentación voluntaria del imputado. El imputado contra quien se hubiere emitido orden de detención por cualquier autoridad 
competente podrá ocurrir siempre ante el juez que correspondiere a solicitar un pronunciamiento sobre su procedencia o la de cualquier otra 
medida cautelar. 
     
Artículo 127.- Detención judicial. Salvo en los casos contemplados en el artículo 124, el tribunal, a solicitud del ministerio público, podrá ordenar 
la detención del imputado para ser conducido a su presencia, sin previa citación, cuando de otra manera la comparecencia pudiera verse 
demorada o dificultada. 



     
Además, podrá decretarse la detención del imputado por un hecho al que la ley asigne una pena privativa de libertad de crimen. 
     
Tratándose de hechos a los que la ley asigne las penas de crimen o simple delito, el juez podrá considerar como razón suficiente para ordenar 
la detención la circunstancia de que el imputado haya concurrido voluntariamente ante el fiscal o la policía, y reconocido voluntariamente su 
participación en ellos. 
     
También se decretará la detención del imputado cuya presencia en una audiencia judicial fuere condición de ésta y que, legalmente citado, no 
compareciere sin causa justificada. 
     
La resolución que denegare la orden de detención será susceptible del recurso de apelación por el Ministerio Público. 
 
Artículo 127 bis. - El tribunal, a solicitud del Ministerio Público, decretará la detención respecto de quien tenga vigente una notificación roja de 
la Organización Internacional de Policía Criminal, para que sea conducido ante el juez dentro del plazo máximo de veinticuatro horas. 
     
En la audiencia el Ministerio Público podrá solicitar una ampliación del plazo de detención hasta por cinco días, con el fin de que pueda solicitarse 
la detención previa del imputado o iniciarse el proceso de extradición. 
     
Si ha transcurrido el plazo de la ampliación, sin que se haya solicitado la detención previa o iniciado el proceso de extradición, el juez de garantía 
deberá decretar la libertad inmediata del imputado.  
 
Artículo 128.- Detención por cualquier tribunal. Todo tribunal, aunque no ejerza jurisdicción en lo criminal, podrá dictar órdenes de detención 
contra las personas que, dentro de la sala de su despacho, cometieren algún crimen o simple delito, conformándose a las disposiciones de este 
Título. 
     
Artículo 129.- Detención en caso de flagrancia. Cualquier persona podrá detener a quien sorprendiere en delito flagrante, debiendo entregar 
inmediatamente al aprehendido a la policía, al ministerio público o a la autoridad judicial más próxima. 
     
Los agentes policiales estarán obligados a detener a quienes sorprendieren in fraganti en la comisión de un delito. En el mismo acto, la policía 
podrá proceder al registro de las vestimentas, equipaje o vehículo de la persona detenida, debiendo cumplir con lo señalado en el inciso segundo 
del artículo 89 de este Código. 
     
No obstará a la detención la circunstancia de que la persecución penal requiriere instancia particular previa, si el delito flagrante fuere de aquellos 
previstos y sancionados en los artículos 361 a 366 quater del Código Penal. 
     
Tampoco impedirá la detención ni la incautación del dinero en efectivo o en instrumentos negociables al portador, por parte de agentes policiales, 
en caso del delito establecido en el artículo 168 bis del decreto con fuerza de ley N° 30, que aprueba la Ordenanza de Aduanas. 
     
La policía deberá, asimismo, detener al sentenciado a penas privativas de libertad que hubiere quebrantado su condena, al que se fugare estando 
detenido, al que tuviere orden de detención pendiente, a quien fuere sorprendido en violación flagrante de las medidas cautelares personales 



que se le hubieren impuesto, al que fuere sorprendido infringiendo las condiciones impuestas en virtud de las letras a), b), c) y d) del artículo 17 
ter de la ley Nº 18.216 y al que violare la condición del artículo 238, letra b), que le hubiere sido impuesta para la protección de otras personas. 
     
Sin perjuicio de lo señalado en el inciso anterior, el tribunal que correspondiere deberá, en caso de quebrantamiento de condena y tan pronto 
tenga conocimiento del mismo, despachar la respectiva orden de detención en contra del condenado. 
     
En los casos de que trata este artículo, la policía podrá ingresar a un lugar cerrado, mueble o inmueble, cuando se encontrare en actual 
persecución del individuo a quien debiere detener, para practicar la respectiva detención. En este caso, la policía podrá registrar el lugar e incautar 
los objetos y documentos vinculados al caso que dio origen a la persecución, dando aviso de inmediato al fiscal, quien los conservará. Lo anterior 
procederá sin perjuicio de lo establecido en el artículo 215. 
 
Artículo 130.- Situación de flagrancia. Se entenderá que se encuentra en situación de flagrancia: 
 
a) El que actualmente se encontrare cometiendo el delito; 
 
b) El que acabare de cometerlo; 
 
c) El que huyere del lugar de comisión del delito y fuere designado por el ofendido u otra persona como autor o cómplice; 
 
d) El que, en un tiempo inmediato a la perpetración de un delito, fuere encontrado con objetos procedentes de aquél o con señales, en sí mismo 
o en sus vestidos, que permitieren sospechar su participación en él, o con las armas o instrumentos que hubieren sido empleados para cometerlo, 
y 
 
e) El que las víctimas de un delito que reclamen auxilio, o testigos presenciales, señalaren como autor o cómplice de un delito que se hubiere 
cometido en un tiempo inmediato. 
 
f) El que aparezca en un registro audiovisual cometiendo un crimen o simple delito al cual la policía tenga acceso en un tiempo inmediato. 
     
Para los efectos de lo establecido en las letras d), e) y f) se entenderá por tiempo inmediato todo aquel que transcurra entre la comisión del hecho 
y la captura del imputado, siempre que no hubieren transcurrido más de doce horas. 
 
Artículo 131.- Plazos de la detención. Cuando la detención se practicare en cumplimiento de una orden judicial, los agentes policiales que la 
hubieren realizado o el encargado del recinto de detención conducirán inmediatamente al detenido a presencia del juez que hubiere expedido la 
orden. Si ello no fuere posible por no ser hora de despacho, el detenido podrá permanecer en el recinto policial o de detención hasta el momento 
de la primera audiencia judicial, por un período que en caso alguno excederá las veinticuatro horas. 
     
Cuando la detención se practicare en virtud de los artículos 129 y 130, el agente policial que la hubiere realizado o el encargado del recinto de 
detención deberán informar de ella al ministerio público dentro de un plazo máximo de doce horas. El fiscal podrá dejar sin efecto la detención u 
ordenar que el detenido sea conducido ante el juez dentro de un plazo máximo de veinticuatro horas, contado desde que la detención se hubiere 
practicado. Si el fiscal nada manifestare, la policía deberá presentar el detenido ante la autoridad judicial en el plazo indicado. 
     



Cuando el fiscal ordene poner al detenido a disposición del juez, deberá, en el mismo acto, dar conocimiento de esta situación al abogado de 
confianza de aquél o a la Defensoría Penal Pública. 
    
Para los efectos de poner a disposición del juez al detenido, las policías cumplirán con su obligación legal dejándolo bajo la custodia de 
Gendarmería del respectivo tribunal. 
 
Artículo 132. Comparecencia judicial. A la primera audiencia judicial del detenido deberá concurrir el fiscal o el abogado asistente del fiscal. La 
ausencia de éstos dará lugar a la liberación del detenido. No obstante lo anterior, el juez podrá suspender la audiencia por un plazo breve y 
perentorio no superior a dos horas, con el fin de permitir la concurrencia del fiscal o su abogado asistente. Transcurrido este plazo sin que 
concurriere ninguno de ellos, se procederá a la liberación del detenido. 
     
En todo caso, el juez deberá comunicar la ausencia del fiscal o de su abogado asistente al fiscal regional respectivo a la mayor brevedad, con el 
objeto de determinar la eventual responsabilidad disciplinaria que correspondiere. 
     
En la audiencia, el fiscal o el abogado asistente del fiscal actuando expresamente facultado por éste, procederá directamente a formalizar la 
investigación y a solicitar las medidas cautelares que procedieren, siempre que contare con los antecedentes necesarios y que se encontrare 
presente el defensor del imputado. En el caso de que no pudiere procederse de la manera indicada, el fiscal o el abogado asistente del fiscal 
actuando en la forma señalada, podrá solicitar una ampliación del plazo de detención hasta por tres días, con el fin de preparar su presentación. 
El juez accederá a la ampliación del plazo de detención cuando estimare que los antecedentes justifican esa medida. 
     
En todo caso, la declaración de ilegalidad de la detención no impedirá que el fiscal o el abogado asistente del fiscal pueda formalizar la 
investigación y solicitar las medidas cautelares que sean procedentes, de conformidad con lo dispuesto en el inciso anterior, pero no podrá 
solicitar la ampliación de la detención. La declaración de ilegalidad de la detención no producirá efecto de cosa juzgada en relación con las 
solicitudes de exclusión de prueba que se hagan oportunamente, de conformidad con lo previsto en el artículo 276. 
     
Tratándose de las investigaciones de asociaciones delictivas o criminales, en los términos del Párrafo 10 del Título VI del Libro II del Código 
Penal, de investigaciones dirigidas contra personas cuya identidad no puede ser determinada o de investigaciones dirigidas contra personas de 
nacionalidad extranjera cuyos antecedentes criminales son desconocidos, el plazo contemplado en el inciso tercero podrá ser ampliado por el 
juez de garantía hasta por el término de cinco días, cuando el fiscal así lo solicite, por ser conducente para el éxito de alguna diligencia. El juez 
se pronunciará de inmediato sobre dicha petición, que podrá ser formulada y resuelta de conformidad con lo dispuesto en el artículo 9° de este 
Código, sin necesidad de que el imputado sea conducido al tribunal hasta el término de éste. 
 
Artículo 132 bis.- Apelación de la resolución que declara la ilegalidad de la detención. Tratándose de los delitos establecidos en los artículos 
141, 142, 361, 362, 365 bis, 390, 390 bis, 390 ter, 391, 433, 436 y 440 del Código Penal, en las leyes N°17.798 y N°20.000 que tengan penas 
de crimen o simple delito, y de los delitos de castración, mutilaciones y lesiones contra miembros de Carabineros, de la Policía de Investigaciones 
y de Gendarmería de Chile, en el ejercicio de sus funciones, la resolución que declare la ilegalidad de la detención será apelable por el fiscal o 
el abogado asistente del fiscal en el solo efecto devolutivo. En los demás casos no será apelable. 
 
Artículo 133.- Ingreso de personas detenidas. Los encargados de los establecimientos penitenciarios no podrán aceptar el ingreso de personas 
sino en virtud de órdenes judiciales. 
    



Artículo 134.- Citación, registro y detención en casos de flagrancia. Quien fuere sorprendido por la policía in fraganti cometiendo un hecho de 
los señalados en el artículo 124, será citado a la presencia del fiscal, previa comprobación de su domicilio. 
     
La policía podrá registrar las vestimentas, el equipaje o el vehículo de la persona que será citada. 
     
Asimismo, podrá conducir al imputado al recinto policial, para efectuar allí la citación. 
     
No obstante lo anterior, el imputado podrá ser detenido si hubiere cometido alguna de las faltas contempladas en el Código Penal, en los artículos 
494, N°s. 4 y 5, y 19, exceptuando en este último caso los hechos descritos en los artículos 189 y 233; 494 bis, 495 N° 21, y 496, Nos. 3, 5 y 26. 
Sin perjuicio de la detención por flagrancia que podrá realizar cualquier persona dentro de las 12 horas desde el comienzo de la ocupación, de 
conformidad con los artículos 129 y 130, la policía siempre estará facultada para detener al imputado que estuviere cometiendo alguno de los 
delitos de ocupación de cosa inmueble descritos en los artículos 457, 457 bis, 458 y 458 bis del Código Penal, mientras se hallare en alguna de 
las hipótesis del artículo 130, para cuyos efectos se configurará el literal a) de dicha disposición mientras el imputado permanezca en el inmueble. 
     
En todos los casos señalados en el inciso anterior, el agente policial deberá informar al fiscal, de inmediato, de la detención, para los efectos de 
lo dispuesto en el inciso segundo del artículo 131. El fiscal comunicará su decisión al defensor en el momento que la adopte. 
     
El procedimiento indicado en el inciso primero podrá ser utilizado asimismo cuando, tratándose de un simple delito y no siendo posible conducir 
al imputado inmediatamente ante el juez, el funcionario a cargo del recinto policial considerare que existen suficientes garantías de su oportuna 
comparecencia. 
 
Artículo 135.- Información al detenido. El funcionario público a cargo del procedimiento de detención deberá informar al afectado acerca del 
motivo de la detención, al momento de practicarla. 
  
Asimismo, le informará acerca de los derechos establecidos en los artículos 93, letras a), b) y g), y 94, letras f) y g), de este Código. Con todo, 
si, por las circunstancias que rodearen la detención, no fuere posible proporcionar inmediatamente al detenido la información prevista en este 
inciso, ella le será entregada por el encargado de la unidad policial a la cual fuere conducido. Se dejará constancia en el libro de guardia del 
recinto policial del hecho de haberse proporcionado la información, de la forma en que ello se hubiere realizado, del funcionario que la hubiere 
entregado y de las personas que lo hubieren presenciado. 
     
La información de derechos prevista en el inciso anterior podrá efectuarse verbalmente, o bien por escrito, si el detenido manifestare saber leer 
y encontrarse en condiciones de hacerlo. En este último caso, se le entregará al detenido un documento que contenga una descripción clara de 
esos derechos, cuyo texto y formato determinará el ministerio público. 
     
En los casos comprendidos en el artículo 138, la información prevista en los incisos precedentes será entregada al afectado en el lugar en que 
la detención se hiciere efectiva, sin perjuicio de la constancia respectiva en el libro de guardia. 
     
Artículo 136.- Fiscalización del cumplimiento del deber de información. El fiscal y, en su caso, el juez, deberán cerciorarse del cumplimiento de 
lo previsto en el artículo precedente. Si comprobaren que ello no hubiere ocurrido, informarán de sus derechos al detenido y remitirán oficio, con 
los antecedentes respectivos, a la autoridad competente, con el objeto de que aplique las sanciones disciplinarias correspondientes o inicie las 
investigaciones penales que procedieren. 



     
Artículo 137. Difusión de derechos. En todo recinto policial, de los juzgados de garantía, de los tribunales de juicio oral en lo penal, del Ministerio 
Público y de la Defensoría Penal Pública, deberá exhibirse en lugar destacado y claramente visible al público, un cartel en el cual se consignen 
los derechos de las víctimas y aquéllos que les asisten a las personas que son detenidas. Asimismo, en todo recinto de detención policial y casa 
de detención deberá exhibirse un cartel en el cual se consignen los derechos de los detenidos. El texto y formato de estos carteles serán 
determinados por el Ministerio de Justicia. 
  
Artículo 138.- Detención en la residencia del imputado. La detención del que se encontrare en los casos previstos en el párrafo segundo del 
número 6º del artículo 10 del Código Penal se hará efectiva en su residencia. Si el detenido tuviere su residencia fuera de la ciudad donde 
funcionare el tribunal competente, la detención se hará efectiva en la residencia que aquél señalare dentro de la ciudad en que se encontrare el 
tribunal. 
(…). 
 
Artículo 151.- Prohibición de comunicaciones. El tribunal podrá, a petición del fiscal, restringir o prohibir las comunicaciones del detenido o preso 
hasta por un máximo de diez días, cuando considerare que ello resulta necesario para el exitoso desarrollo de la investigación. En todo caso esta 
facultad no podrá restringir el acceso del imputado a su abogado en los términos del artículo 94, letra f), ni al propio tribunal. Tampoco se podrá 
restringir su acceso a una apropiada atención médica. 
     
El tribunal deberá instruir a la autoridad encargada del recinto en que el imputado se encontrare acerca del modo de llevar a efecto la medida, el 
que en ningún caso podrá consistir en el encierro en celdas de castigo. 
 
 Artículo 154.- Orden Judicial. Toda orden de prisión preventiva o de detención será expedida por escrito por el tribunal y contendrá:  
 
a) El nombre y apellidos de la persona que debiere ser detenida o aprehendida o, en su defecto, las circunstancias que la individualizaren o 
determinaren;  
 
b) El motivo de la prisión o detención, y  
 
c) La indicación de ser conducido de inmediato ante el tribunal, al establecimiento penitenciario o lugar público de prisión o detención que 
determinará, o de permanecer en su residencia, según correspondiere. Lo dispuesto en este artículo se entenderá sin perjuicio de lo previsto en 
el artículo 9º para los casos urgentes.  
(…). 
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ARTICULO 28. Toda persona es libre. Nadie puede ser molestado en su persona o familia, ni reducido a prisión o arresto, ni detenido, ni su 
domicilio registrado, sino en virtud de mandamiento escrito de autoridad judicial competente, con las formalidades legales y por motivo 
previamente definido en la ley. 
 
La persona detenida preventivamente será puesta a disposición del juez competente dentro de las treinta y seis horas siguientes, para que éste 
adopte la decisión correspondiente en el término que establezca la ley. 
 
En ningún caso podrá haber detención, prisión ni arresto por deudas, ni penas y medidas de seguridad imprescriptibles. 



 
ARTICULO 29. El debido proceso se aplicará a toda clase de actuaciones judiciales y administrativas. 
 
Nadie podrá ser juzgado sino conforme a leyes preexistentes al acto que se le imputa, ante juez o tribunal competente y con observancia de la 
plenitud de las formas propias de cada juicio. 
 
En materia penal, la ley permisiva o favorable, aun cuando sea posterior, se aplicará de preferencia a la restrictiva o desfavorable. 
 
Toda persona se presume inocente mientras no se la haya declarado judicialmente culpable. Quien sea sindicado tiene derecho a la defensa y 
a la asistencia de un abogado escogido por él, o de oficio, durante la investigación y el juzgamiento; a un debido proceso público sin dilaciones 
injustificadas; a presentar pruebas y a controvertir las que se alleguen en su contra; a impugnar la sentencia condenatoria, y a no ser juzgado 
dos veces por el mismo hecho. 
 
Es nula, de pleno derecho, la prueba obtenida con violación del debido proceso. 
 
ARTICULO 30. Quien estuviere privado de su libertad, y creyere estarlo ilegalmente, tiene derecho a invocar ante cualquier autoridad judicial, en 
todo tiempo, por sí o por interpuesta persona, el Habeas Corpus, el cual debe resolverse en el término de treinta y seis horas. 
(…). 
ARTICULO 32. El delincuente sorprendido en flagrancia podrá ser aprehendido y llevado ante el juez por cualquier persona. Si los agentes de la 
autoridad lo persiguieren y se refugiare en su propio domicilio, podrán penetrar en él, para el acto de la aprehensión; si se acogiere a domicilio 
ajeno, deberá preceder requerimiento al morador. 
 
ARTICULO 33. Nadie podrá ser obligado a declarar contra sí mismo o contra su cónyuge, compañero permanente o parientes dentro del cuarto 
grado de consanguinidad, segundo de afinidad o primero civil. 
 

Ley 906 de 2004 
Por la cual se expide 

el Código de 
Procedimiento Penal 

TÍTULO II 
MEDIOS COGNOSCITIVOS EN LA INDAGACION E INVESTIGACION 
CAPITULO UNICO 
Elementos materiales probatorios, evidencia física e información 
(…). 
 
Artículo 275. Elementos materiales probatorios y evidencia física. Para efectos de este código se entiende por elementos materiales probatorios 
y evidencia física, los siguientes:  
   
a) Huellas, rastros, manchas, residuos, vestigios y similares, dejados por la ejecución de la actividad delictiva;  
 
b) Armas, instrumentos, objetos y cualquier otro medio utilizado para la ejecución de la actividad delictiva;  
 
c) Dinero, bienes y otros efectos provenientes de la ejecución de la actividad delictiva;  
 



d) Los elementos materiales descubiertos, recogidos y asegurados en desarrollo de diligencia investigativa de registro y allanamiento, inspección 
corporal y registro personal;  
 
e) Los documentos de toda índole hallados en diligencia investigativa de inspección o que han sido entregados voluntariamente por quien los 
tenía en su poder o que han sido abandonados allí;  
 
f) Los elementos materiales obtenidos mediante grabación, filmación, fotografía, video o cualquier otro medio avanzado, utilizados como cámaras 
de vigilancia, en recinto cerrado o en espacio público;  
 
g) El mensaje de datos, como el intercambio electrónico de datos, internet, correo electrónico, telegrama, télex, telefax o similar, regulados por 
la Ley 527 de 1999 o las normas que la sustituyan, adicionen o reformen;  
 
h) Los demás elementos materiales similares a los anteriores y que son descubiertos, recogidos y custodiados por el Fiscal General o por el fiscal 
directamente o por conducto de servidores de policía judicial o de peritos del Instituto Nacional de Medicina Legal y Ciencias Forenses, o de 
laboratorios aceptados oficialmente.  
(…). 
 
Parágrafo 4°. En las investigaciones que versen sobre delitos de competencia de los jueces penales del circuito especializados, por delitos contra 
la Administración Pública y por delitos contra el patrimonio económico que recaigan sobre bienes del Estado respecto de los cuales proceda la 
detención preventiva, será posible practicar como prueba anticipada el testimonio de quien haya recibido amenazas contra su vida o la de su 
familia por razón de los hechos que conoce; así mismo, procederá la práctica de dicha prueba anticipada cuando contra el testigo curse un trámite 
de extradición en el cual se hubiere rendido concepto favorable por la Sala Penal de la Corte Suprema de Justicia.   
   
La prueba deberá practicarse antes de que quede en firme la decisión del Presidente de la República de conceder la extradición. 
(…). 
 
Artículo 300. CAPTURA EXCEPCIONAL POR ORDEN DE LA FISCALÍA. El Fiscal General de la Nación o su delegado podrá proferir 
excepcionalmente orden de captura escrita y motivada en los eventos en los que proceda la detención preventiva, cuando no se encuentre un 
juez que pueda ordenarla, siempre que existan elementos materiales probatorios, evidencia física o información que permitan inferir 
razonablemente que el indiciado es autor o partícipe de la conducta investigada, y concurra cualquiera de las siguientes causales:  
 
1. Riesgo inminente de que la persona se oculte, se fugue o se ausente del lugar donde se lleva a cabo la investigación.  
 
2. Probabilidad fundada de alterar los medios probatorios.  
 
3. Peligro para la seguridad de la comunidad o de la víctima en cuanto a que, si no es realizada la captura, el indiciado realice en contra de ellas 
una conducta punible. 
  
La vigencia de esta orden está supeditada a la posibilidad de acceso al juez de control de garantías para obtenerla. Capturada la persona, será 
puesta a disposición de un juez de control de garantías inmediatamente o a más tardar dentro de las treinta y seis (36) horas siguientes para que 
efectúe la audiencia de control de legalidad a la orden y a la aprehensión.  



 
Artículo 301. Flagrancia. Se entiende que hay flagrancia cuando:  
 
1. La persona es sorprendida y aprehendida durante la comisión del delito.  
 
2. La persona es sorprendida o individualizada durante la comisión del delito y aprehendida inmediatamente después por persecución o cuando 
fuere señalado por la víctima u otra persona como autor o cómplice del delito inmediatamente después de su perpetración.  
3. La persona es sorprendida y capturada con objetos, instrumentos o huellas, de los cuales aparezca fundadamente que acaba de cometer un 
delito o de haber participado en él.  
 
4. La persona es sorprendida o individualizada en la comisión de un delito en un sitio abierto al público a través de la grabación de un dispositivo 
de video y aprehendida inmediatamente después.  
La misma regla operará si la grabación del dispositivo de video se realiza en un lugar privado con consentimiento de la persona o personas que 
residan en el mismo.  
 
5. La persona se encuentre en un vehículo utilizado momentos antes para huir del lugar de la comisión de un delito, salvo que aparezca 
fundadamente que el sujeto no tenga conocimiento de la conducta punible.  
   
Parágrafo. La persona que incurra en las causales anteriores sólo tendrá ¼ del beneficio de que trata el artículo 351 de la Ley 906 de 2004.  
 
Artículo 302. Procedimiento en caso de flagrancia. Cualquier persona podrá capturar a quien sea sorprendido en flagrancia. 
Cuando sea una autoridad la que realice la captura deberá conducir al aprehendido inmediatamente o a más tardar en el término de la distancia, 
ante la Fiscalía General de la Nación. 
 
Cuando sea un particular quien realiza la aprehensión deberá conducir al aprehendido en el término de la distancia ante cualquier autoridad de 
policía. Esta identificará al aprehendido, recibirá un informe detallado de las circunstancias en que se produjo la captura, y pondrá al capturado 
dentro del mismo plazo a disposición de la Fiscalía General de la Nación. 
 
Si de la información suministrada o recogida aparece que el supuesto delito no comporta detención preventiva, el aprehendido o capturado será 
liberado por la Fiscalía, imponiéndosele bajo palabra un compromiso de comparecencia cuando sea necesario. De la misma forma se procederá 
si la captura fuere ilegal. 
 
La Fiscalía General de la Nación, con fundamento en el informe recibido de la autoridad policiva o del particular que realizó la aprehensión, o con 
base en los elementos materiales probatorios y evidencia física aportados, presentará al aprehendido, inmediatamente o a más tardar dentro de 
las treinta y seis (36) horas siguientes, ante el juez de control de garantías para que este se pronuncie en audiencia preliminar sobre la legalidad 
de la aprehensión y las solicitudes de la Fiscalía, de la defensa y del Ministerio Público. 
 
Cuando la captura en flagrancia se produzca en ríos o tierra donde el arribo a la cabecera municipal más cercana sólo puede surtirse por vía 
fluvial o siempre que concurran dificultades objetivas de acceso al territorio como obstáculos geográficos, logísticos, ausencia de infraestructura 
de transporte o fenómenos meteorológicos que dificulten seriamente el traslado del aprehendido, se realizarán todas las actividades para lograr 
la comparecencia del capturado ante el juez de control de garantías en el menor tiempo posible sin que en ningún caso exceda las 36 horas 



siguientes, contadas a partir del momento de la llegada al puerto o municipio más cercano, según el caso. La autoridad competente deberá 
acreditar los eventos descritos en el presente inciso. 
 
PARÁGRAFO. En todos los casos de captura, la policía judicial inmediatamente procederá a la plena identificación y registro del aprehendido, 
de acuerdo con lo previsto en el artículo 128 de este código, con el propósito de constatar capturas anteriores, procesos en curso y antecedentes.  
 
Artículo 303. Derechos del capturado. Al capturado se le informará de manera inmediata lo siguiente:  
   
1. Del hecho que se le atribuye y motivó su captura y el funcionario que la ordenó.  
 
2. Del derecho a indicar la persona a quien se deba comunicar su aprehensión. El funcionario responsable del capturado inmediatamente 
procederá a comunicar sobre la retención a la persona que este indique.  
 
3. Del derecho que tiene a guardar silencio, que las manifestaciones que haga podrán ser usadas en su contra y que no está obligado a declarar 
en contra de su cónyuge, compañero permanente o parientes dentro del cuarto grado de consanguinidad o civil, o segundo de afinidad.  
 
4. Del derecho que tiene a designar y a entrevistarse con un abogado de confianza en el menor tiempo posible. De no poder hacerlo, el sistema 
nacional de defensoría pública proveerá su defensa.  
 
Artículo 304. Formalización de la reclusión. Cuando el capturado deba privarse de la libertad, una vez se imponga la medida de aseguramiento 
o la sentencia condenatoria, el funcionario judicial a cuyas órdenes se encuentre lo entregará inmediatamente en custodia al INPEC o a la 
autoridad del establecimiento de reclusión que corresponda, para efectuar el ingreso y registro al Sistema Penitenciario y Carcelario. Antes de 
los momentos procesales indicados el capturado estará bajo la responsabilidad del organismo que efectuó la aprehensión. 
 
La remisión expresará el motivo, la fecha y la hora de la captura. 
 
En caso de que el capturado haya sido conducido a un establecimiento carcelario sin la orden correspondiente, el director la solicitará al 
funcionario que ordenó su captura. Si transcurridas treinta y seis (36) horas desde el momento de la captura no se ha satisfecho este requisito, 
será puesto inmediatamente en libertad. 
 
De igual forma deberá cumplirse con carácter inmediato la comunicación al funcionario judicial cuando por cualquier motivo pierda vigencia la 
privación de la libertad, so pena de incurrir en las sanciones previstas en la ley. 
 
La custodia referida incluye los traslados, remisiones, desarrollo de audiencias y demás diligencias judiciales a que haya lugar. 
 
Parágrafo. El Director del Instituto Nacional Penitenciario y Carcelario, INPEC, ordenará el traslado de cualquier imputado afectado con medida 
de aseguramiento, consistente en detención preventiva, cuando así lo aconsejen razones de seguridad nacional, orden público, seguridad 
penitenciaria, descongestión carcelaria, prevención de actividades delincuenciales, intentos de fuga, o seguridad del detenido o de cualquier otro 
interno. 
 
En estos eventos, el Director del Instituto Nacional Penitenciario y Carcelario - INPEC, informará del traslado al Juez de Control de Garantías y 



al Juez de Conocimiento cuando este hubiere adquirido competencia. El Instituto Nacional Penitenciario y Carcelario - INPEC- está obligado a 
garantizar la comparecencia del imputado o acusado ante el Juez que lo requiera, mediante su traslado físico o medios electrónicos. 
 
CAPITULO III 
Medidas de Aseguramiento 
 
Artículo 306. Solicitud de imposición de medida de aseguramiento. El fiscal solicitará al Juez de Control de Garantías imponer medida de 
aseguramiento, indicando la persona, el delito, los elementos de conocimiento necesarios para sustentar la medida y su urgencia, los cuales se 
evaluarán en audiencia permitiendo a la defensa la controversia pertinente. 
 
Escuchados los argumentos del fiscal, el ministerio público, la víctima o su apoderado y la defensa, el juez emitirá su decisión. 
 
La presencia del defensor constituye requisito de validez de la respectiva audiencia. 
 
La víctima o su apoderado podrán solicitar al Juez de Control de Garantías, la imposición de la medida de aseguramiento, en los eventos en que 
esta no sea solicitada por el fiscal. 
 
En dicho caso, el Juez valorará los motivos que sustentan la no solicitud de la medida por parte del Fiscal, para determinar la viabilidad de su 
imposición. 
 
Artículo 307. Medidas de aseguramiento. Son medidas de aseguramiento: 
 
A. Privativas de la libertad 
 
1. Detención preventiva en establecimiento de reclusión. 
 
2. Detención preventiva en la residencia señalada por el imputado, siempre que esa ubicación no obstaculice el juzgamiento; 
 
B. No privativas de la libertad 
 
1. La obligación de someterse a un mecanismo de vigilancia electrónica. 
 
2. La obligación de someterse a la vigilancia de una persona o institución determinada. 
 
3. La obligación de presentarse periódicamente o cuando sea requerido ante el juez o ante la autoridad que él designe. 
 
4. La obligación de observar buena conducta individual, familiar y social, con especificación de la misma y su relación con el hecho. 
 
5. La prohibición de salir del país, del lugar en el cual reside o del ámbito territorial que fije el juez. 
 
6. La prohibición de concurrir a determinadas reuniones o lugares. 



 
7. La prohibición de comunicarse con determinadas personas o con las víctimas, siempre que no se afecte el derecho a la defensa. 
 
8. La prestación de una caución real adecuada, por el propio imputado o por otra persona, mediante depósito de dinero, valores, constitución de 
prenda o hipoteca, entrega de bienes o la fianza de una o más personas idóneas. 
 
9. La prohibición de salir del lugar de habitación entre las 6:00 p.m. y las 6:00 a.m.  
 
10. La suspensión provisional en el ejercicio de cargos, oficios o profesiones que Impliquen un trato directo, habitual con meno-res de edad. 
 
El juez podrá imponer una o varias de estas medidas de aseguramiento, conjunta o indistintamente, según el caso, adoptando las precauciones 
necesarias para asegurar su cumplimiento. Si se tratare de una persona de notoria insolvencia, no podrá el juez imponer caución prendaria.  
 
Parágrafo 1°. Salvo lo previsto en los parágrafos 2° y 3° del artículo 317 del Código de Procedimiento Penal (Ley 906 de 2004), el término de 
las medidas de aseguramiento privativas de la libertad no podrá exceder de un (1) año. Cuando el proceso se surta ante la justicia penal 
especializada, o sean tres (3) o más los acusados contra quienes estuviere vigente la detención preventiva, o se trate de investigación o juicio 
de actos de corrupción de los que trata la Ley 1474 de 2011 o de cualquiera de las conductas previstas en el Título IV del Libro Segundo de la 
Ley 599 de 2000 (Código Penal), dicho término podrá prorrogarse, a solicitud del fiscal o del apoderado de la víctima, hasta por el mismo término 
inicial. Vencido el término, el Juez de Control de Garantías, a petición de la Fiscalía, de la defensa o del apoderado de la víctima podrá sustituir 
la medida de aseguramiento privativa de la libertad de que se trate, por otra u otras medidas de aseguramiento no privativas de la libertad de que 
trata el presente artículo. 
 
En los casos susceptibles de prórroga, los jueces de control de garantías, para resolver sobre la solicitud de levantamiento o prórroga de las 
medidas de aseguramiento privativas de la libertad, deberán considerar, además de los requisitos contemplados en el artículo 308 del Código de 
Procedimiento Penal, el tiempo que haya transcurrido por causa de maniobras dilatorias atribuibles a la actividad procesal del interesado o su 
defensor, caso en el cual dicho tiempo no se contabilizará dentro del término máximo de la medida de aseguramiento privativa de la libertad 
contemplado en este artículo. 
 
Parágrafo 2°. Las medidas de aseguramiento privativas de la libertad solo podrán imponerse cuando quien las solicita pruebe, ante el Juez de 
Control de Garantías, que las no privativas de la libertad resultan insuficientes para garantizar el cumplimiento de los fines de la medida de 
aseguramiento.  
 
Artículo 307A. Término de la detención preventiva. Cuando se trate de delitos cometidos por miembros de Grupos Delictivos Organizados el 
término de la medida de aseguramiento privativa de la libertad no podrá exceder de tres (3) años. Cuando se trate de Grupos Armados 
Organizados, el término de la medida de aseguramiento privativa de la libertad no podrá exceder de cuatro (4) años. Vencido el término anterior 
sin que se haya emitido sentido del fallo, se sustituirá la medida de aseguramiento por una no privativa de la libertad que permita cumplir con los 
fines constitucionales de la medida en relación con los derechos de las víctimas, la seguridad de la comunidad, la efectiva administración de 
justicia y el debido proceso.  
 



La sustitución de la medida de aseguramiento por una no privativa de la libertad deberá efectuarse en audiencia ante el juez de control de 
garantías. La Fiscalía establecerá la naturaleza de la medida no privativa de la libertad que procedería, presentando los elementos materiales 
probatorios o la información legalmente obtenida que justifiquen su solicitud.  
 
Parágrafo. La solicitud de revocatoria para miembros de Grupos Delictivos Organizados y Grupos Armados Organizados solo podrá ser solicitada 
ante los jueces de control de garantías de la ciudad o municipio donde se formuló la imputación y donde se presentó o deba presentarse el escrito 
de acusación.  
(…). 
 
Artículo 313. Procedencia de la detención preventiva. Satisfechos los requisitos señalados en el artículo 308, procederá la detención preventiva 
en establecimiento carcelario, en los siguientes casos:  
 
1. En los delitos de competencia de los jueces penales de circuito especializados.  
 
2. En los delitos investigables de oficio, cuando el mínimo de la pena prevista por la ley sea o exceda de cuatro (4) años.  
 
3. En los delitos a que se refiere el Título VIII del Libro II del Código Penal, cuando la defraudación sobrepase la cuantía de ciento cincuenta 
(150) salarios mínimos legales mensuales vigentes.  
 
4. Cuando la persona haya sido capturada por conducta constitutiva de delito o contravención, dentro del lapso de los tres años anteriores, 
contados a partir de la nueva captura o imputación, siempre que no se haya producido la preclusión o absolución en el caso precedente.  
 
Artículo 314 Sustitución de la detención preventiva. La detención preventiva en establecimiento carcelario podrá sustituirse por la del lugar de la 
residencia en los siguientes eventos:   
   
1. Cuando para el cumplimiento de los fines previstos para la medida de aseguramiento sea suficiente la reclusión en el lugar de residencia, 
aspecto que será fundamentado por quien solicite la sustitución y decidido por el juez en la respectiva audiencia de imposición, en atención a la 
vida personal, laboral, familiar o social del imputado.   
 
2. Cuando el imputado o acusado fuere mayor de sesenta y cinco (65) años, siempre que su personalidad, la naturaleza y modalidad del delito 
hagan aconsejable su reclusión en el lugar de residencia.  
  
3. Cuando a la procesada le falten tres (3) meses o menos para el parto, y , hasta los seis (6) meses después del nacimiento.   
 
4. Cuando el imputado o acusado estuviere en estado grave por enfermedad, previo dictamen de médicos oficiales.   
   
El juez determinará si el imputado o acusado deberá permanecer en su lugar de residencia, en clínica u hospital.   
   
5. Cuando la procesada fuere mujer cabeza de familia de hijo menor de edad o que sufriere incapacidad permanente; o tenga aun adulto mayor 
o una persona que no puede valerse por sí misma bajo su cuidado. La persona que haga sus veces podrá acceder a la misma medida. En estos 



eventos, el juez atenderá especialmente a las necesidades de protección de la unidad familiar y a la garantía de los derechos de las personas 
que se encuentran bajo su dependencia.   
   
La detención en el lugar de residencia comporta los permisos necesarios para los controles médicos de rigor, la ocurrencia del parto, y para 
trabajar en la hipótesis del numeral 5.   
   
En todos los eventos el beneficiario suscribirá un acta en la cual se compromete a permanecer en el lugar o lugares indicados, a no cambiar de 
residencia sin previa autorización, a concurrir ante las autoridades cuando fuere requerido y, adicionalmente, podrá imponer la obligación de 
someterse a los mecanismos de control y vigilancia electrónica o de una persona o institución determinada, según lo disponga el juez.   
   
El control del cumplimiento de la detención en el lugar de residencia estará a cargo del Inpec, el cual realizará un control periódico sobre el 
cumplimiento de la detención domiciliaria y reportará a la Fiscalía sobre sus resultados para que si se advierten violaciones a las condiciones 
impuestas por el Juez se puedan adoptar las correspondientes acciones.   
   
Parágrafo. No procederá la sustitución de la detención preventiva en establecimiento carcelario, por detención domiciliaria cuando la imputación 
se refiera a los siguientes delitos: Los de competencia de los jueces penales del circuito especializados· o quien haga sus veces, tráfico de 
migrante (C. P. artículo 188); acceso carnal o actos sexuales con incapaz de resistir (C. P. artículo 210); violencia intrafamiliar (C. P. artículo 
229); hurto calificado (C. P. artículo 240); hurto agravado (C. P. artículo 241, numerales 7, 8, 11, 12 y 15); abigeato (C. P. artículo 243); abigeato 
agravado (C. P. artículo 243-A); estafa agravada (C. P. artículo 247); uso de documentos falsos relacionados con medios motorizados hurtados 
(C. P. artículo 291 ); fabricación, tráfico y porte de armas de fuego o municiones de uso personal, cuando concurra con el delito de concierto para 
delinquir (C. P. artículos 340 y 365), o los imputados registren sentencias condenatorias vigentes por los mismos delitos; fabricación, tráfico y 
porte de armas y municiones de uso privativo de las Fuerzas Armadas (C. P. artículo 366); fabricación, importación, tráfico, posesión y uso de 
armas químicas, biológicas y nucleares (C. P. artículo 367); peculado por apropiación en cuantía superior a cincuenta (50) salarios mínimos 
legales mensuales (C. P. artículo 397); conclusión (C. P. artículo 404); cohecho propio (C. P. artículo 405); cohecho impropio (C. P. artículo 406); 
cohecho por dar u ofrecer (C. P. artículo 407); enriquecimiento ilícito (C. P. artículo 412); soborno transnacional (C. P. artículo 433); interés 
indebido en la celebración de contratos (C. P. artículo 409); contrato sin cumplimiento de requisito legales (C. P. artículo 410); tráfico de influencia 
(C.P. artículo 411 ); receptación repetida, continua (C. P; artículo 447, inciso 10 y 3°); receptación para ocultar o encubrir el delito de hurto 
calificado, la receptación para ocultar o encubrir el hurto calificado en concurso con el concierto para delinquir, receptación sobre medio 
motorizado o sus partes esenciales, o sobre mercancía o combustible que se lleve en ellos (C. P. artículo 447, inciso 2°) y feminicidio simple o 
agravado (C. P. artículos 104A y 104B.)  
 
Artículo 315. Medidas de aseguramiento no privativas de la libertad. Cuando se proceda por delitos cuya pena principal no sea privativa de la 
libertad, o por delitos querellables, o cuando el mínimo de la pena señalada en la ley sea inferior a cuatro (4) años, satisfechos los requisitos del 
artículo 308, se podrá imponer una o varias de las medidas señaladas en el artículo 307 literal b), siempre que sean razonables y proporcionadas 
para el cumplimiento de las finalidades previstas.  
(…). 
 
Artículo 450.Acusado no privado de la libertad. Si al momento de anunciar el sentido del fallo el acusado declarado culpable no se hallare 
detenido, el juez podrá disponer que continúe en libertad hasta el momento de dictar sentencia.  
   



Si la detención es necesaria, de conformidad con las normas de este código, el juez la ordenará y librará inmediatamente la orden de 
encarcelamiento.  
 

   
Ecuador Constitución de la 

Republica 
Art. 11.-El ejercicio de los derechos se regirá por los siguientes principios:  
 
1. Los derechos se podrán ejercer, promover y exigir de forma individual o colectiva ante las autoridades competentes; estas autoridades 
garantizarán su cumplimiento. 
(…). 
9. El más alto deber del Estado consiste en respetar y hacer respetar los derechos garantizados en la Constitución. 
(…). 
El Estado será responsable por detención arbitraria, error judicial, retardo injustificado o inadecuada administración de justicia, violación del 
derecho a la tutela judicial efectiva, y por las violaciones de los principios y reglas del debido proceso. 
(…). 
 
Art. 77.- En todo proceso penal en que se haya privado de la libertad a una persona, se observarán las siguientes garantías básicas: 
 
1. La privación de la libertad se aplicará excepcionalmente cuando sea necesaria para garantizar la comparecencia en el proceso, o para asegurar 
el cumplimiento de la pena; procederá por orden escrita de jueza o juez competente, en los casos, por el tiempo y con las formalidades 
establecidas en la ley. Se exceptúan los delitos flagrantes, en cuyo caso no podrá mantenerse a la persona detenida sin fórmula de juicio por 
más de veinticuatro horas. La jueza o juez siempre podrá ordenar medidas cautelares distintas a la prisión preventiva.  
 
2. Ninguna persona podrá ser admitida en un centro de privación de libertad sin una orden escrita emitida por jueza o juez competente, salvo en 
caso de delito flagrante. Las personas procesadas o indiciadas en juicio penal que se hallen privadas de libertad permanecerán en centros de 
privación provisional de libertad legalmente establecidos.  
 
3. Toda persona, en el momento de la detención, tendrá derecho a conocer en forma clara y en un lenguaje sencillo las razones de su detención, 
la identidad de la jueza o juez, o autoridad que la ordenó, la de quienes la ejecutan y la de las personas responsables del respectivo interrogatorio.  
 
4. En el momento de la detención, la agente o el agente informará a la persona detenida de su derecho a permanecer en silencio, a solicitar la 
asistencia de una abogada o abogado, o de una defensora o defensor público en caso de que no pudiera designarlo por sí mismo, y a comunicarse 
con un familiar o con cualquier persona que indique.  
 
5. Si la persona detenida fuera extranjera, quien lleve a cabo la detención informará inmediatamente al representante consular de su país.  
 
6. Nadie podrá ser incomunicado.  
 
7. El derecho de toda persona a la defensa incluye: 
 
a. Ser informada, de forma previa y detallada, en su lengua propia y en lenguaje sencillo de las acciones y procedimientos formulados en su 
contra, y de la identidad de la autoridad responsable de la acción o procedimiento.  



 
b. Acogerse al silencio.  
 
c. Nadie podrá ser forzado a declarar en contra de sí mismo, sobre asuntos que puedan ocasionar su responsabilidad penal. 
 
8. Nadie podrá ser llamado a declarar en juicio penal contra su cónyuge, pareja o parientes hasta el cuarto grado de consanguinidad o segundo 
de afinidad, excepto en el caso de violencia intrafamiliar, sexual y de género. Serán admisibles las declaraciones voluntarias de las víctimas de 
un delito o de los parientes de éstas, con independencia del grado de parentesco. Estas personas podrán plantear y proseguir la acción penal 
correspondiente.  
 
9. Bajo la responsabilidad de la jueza o juez que conoce el proceso, la prisión preventiva no podrá exceder de seis meses en las causas por 
delitos sancionados con prisión, ni de un año en los casos de delitos sancionados con reclusión. Si se exceden estos plazos, la orden de prisión 
preventiva quedará sin efecto.  
 
10.Sin excepción alguna, dictado el auto de sobreseimiento o la sentencia absolutoria, la persona detenida recobrará inmediatamente su libertad, 
aun cuando estuviera pendiente cualquier consulta o recurso.  
 
11. La jueza o juez aplicará de forma prioritaria sanciones y medidas cautelares alternativas a la privación de libertad contempladas en la ley. 
Las sanciones alternativas se aplicarán de acuerdo con las circunstancias, la personalidad de la persona infractora y las exigencias de reinserción 
social de la persona sentenciada.  
 
12. Las personas declaradas culpables y sancionadas con penas de privación de libertad por sentencia condenatoria ejecutoriada, permanecerán 
en centros de rehabilitación social. Ninguna persona condenada por delitos comunes cumplirá la pena fuera de los centros de rehabilitación social 
del Estado, salvo los casos de penas alternativas y de libertad condicionada, de acuerdo con la ley  
 
13. Para las adolescentes y los adolescentes infractores regirá un sistema de medidas socioeducativas proporcionales a la infracción atribuida. 
El Estado determinará mediante ley sanciones privativas y no privativas de libertad. La privación de la libertad será establecida como último 
recurso, por el periodo mínimo necesario, y se llevará a cabo en establecimientos diferentes a los de personas adultas.  
 
14.Al resolver la impugnación de una sanción, no se podrá empeorar la situación de la persona que recurre.  
Quien haya detenido a una persona con violación de estas normas será sancionado. La ley establecerá sanciones penales y administrativas por 
la detención arbitraria que se produzca en uso excesivo de la fuerza policial, en aplicación o interpretación abusiva de contravenciones u otras 
normas, o por motivos discriminatorios.  
Para los arrestos disciplinarios de los miembros de las Fuerzas Armadas y de la Policía Nacional, se aplicará lo dispuesto en la ley.  
 
Art. 78.- Las víctimas de infracciones penales gozarán de protección especial, se les garantizará su no revictimización, particularmente en la 
obtención y valoración de las pruebas, y se las protegerá de cualquier amenaza u otras formas de intimidación. Se adoptarán mecanismos para 
una reparación integral que incluirá, sin dilaciones, el conocimiento de la verdad de los hechos y la restitución, indemnización, rehabilitación, 
garantía de no repetición y satisfacción del derecho violado. Se establecerá un sistema de protección y asistencia a víctimas, testigos y 
participantes procesales. 
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CAPÍTULO SEGUNDO 
MEDIDAS CAUTELARES 
SECCIÓN PRIMERA 
Medidas cautelares para asegurar la presencia de la persona procesada 
 
Artículo 522.- Modalidades. - La o el juzgador podrá imponer una o varias de las siguientes medidas cautelares 
para asegurar la presencia de la persona procesada y se aplicará de forma prioritaria a la privación de libertad: 
(…). 
5. Detención. 
(…). 
 
PARÁGRAFO PRIMERO  
Aprehensión 
  
Artículo 526.- Aprehensión. - Cualquier persona podrá aprehender a quien sea sorprendido en delito flagrante de ejercicio público y entregarlo 
de inmediato a la Policía Nacional. Las y los servidores de la Policía Nacional, del organismo competente en materia de tránsito o miembros de 
las Fuerzas Armadas, deberán aprehender a quienes sorprendan en delito flagrante e informarles los motivos de su aprehensión.  
 
En este último caso deberán entregarlos de inmediato a la Policía Nacional. Las o los servidoras de la Policía Nacional o de la autoridad 
competente en materia de tránsito, podrán ingresar a un lugar cuando se encuentren en persecución ininterrumpida, para el solo efecto de 
practicar la respectiva aprehensión de la persona, los bienes u objetos materia del delito flagrante.  
 
Artículo 527.- Flagrancia.- Se entiende que se encuentra en situación de flagrancia, la persona que comete el delito en presencia de una o más 
personas o cuando se la descubre inmediatamente después de su supuesta comisión, siempre que exista una persecución ininterrumpida desde 
el momento de la supuesta comisión hasta la aprehensión, asimismo cuando se encuentre con armas, instrumentos, el producto del ilícito, huellas 
o documentos relativos a la infracción recién cometida.  
 
No se podrá alegar persecución ininterrumpida si han transcurrido más de veinticuatro horas entre la comisión de la infracción y la aprehensión.  
 
Artículo 528.- Agentes de aprehensión.- Nadie podrá ser aprehendido sino por los agentes a quienes la ley impone el deber de hacerlo, salvo el 
caso de flagrancia, de conformidad con las disposiciones de este Código. Sin embargo y además del caso de delito flagrante, cualquier persona 
podrá aprehender:  
 
1. Al que fugue del establecimiento de rehabilitación social en el que se halle cumpliendo su condena, detenido o con prisión preventiva.  
 
2. A la persona procesada o acusada, en contra de quien se ha dictado orden de prisión preventiva o al condenado que está prófugo. Si el 
aprehensor es una persona particular, deberá poner inmediatamente al aprehendido a órdenes de un agente policial. 
 
Artículo 529.- Audiencia de calificación de flagrancia.- En los casos de infracción flagrante, dentro de las veinticuatro horas desde que tuvo lugar 
la aprehensión, se realizará la correspondiente audiencia oral ante la o el juzgador, en la que se calificará la legalidad de la aprehensión. La o el 



fiscal, de considerarlo necesario, formulará cargos y de ser pertinente solicitará las medidas cautelares y de protección que el caso amerite y se 
determinará el proceso correspondiente. 
 
PARÁGRAFO SEGUNDO  
Detención  
 
Artículo 530.- Detención. - La o el juzgador, por pedido motivado de la o del fiscal, podrá ordenar la detención de una persona, con fines 
investigativos.  
 
Artículo 531.- Orden. - La boleta de detención cumplirá los siguientes requisitos:  
 
1. Motivación de la detención.  
 
2. El lugar y la fecha en que se la expide.  
 
3. La firma de la o el juzgador competente. Para el cumplimiento de la orden de detención se deberá entregar dicha boleta a la Policía Nacional.  
 
Artículo 532.- Duración. - En ningún caso la detención podrá durar más de veinticuatro horas. La versión que tome la o el fiscal será receptada 
en presencia de su defensor público o privado.  
 
En materia de tránsito, cuando se trate de delitos donde únicamente existan daños a la propiedad, no se procederá en ningún caso a la detención 
de los conductores.  
 
En delitos y contravenciones de tránsito, el organismo competente en materia de tránsito retendrá los vehículos hasta por setenta y dos horas, 
con el fin de practicar la inspección técnico-mecánica, con excepción de los acuerdos reparatorios inmediatos. Cumplido el plazo serán devueltos 
inmediatamente a sus propietarios, poseedores o a quien legalmente corresponda  
 
Artículo 533.- Información sobre derechos. La o el juzgador deberá cerciorarse, de que a la persona detenida se le informe sobre sus derechos, 
que incluye, el conocer en forma clara las razones de su detención, la identidad de la autoridad que la ordena, los agentes que la llevan a cabo 
y los responsables del respectivo interrogatorio.  
 
También será informada de su derecho a permanecer en silencio, a solicitar la presencia de una o un defensor público o privado y a comunicarse 
con un familiar o con cualquier persona que indique.  
 
La misma comunicación se deberá realizar a una persona de confianza que indique la persona detenida y a su defensor público o privado. 
 
Si la persona detenida es extranjera, quien lleve a cabo la detención deberá informar inmediatamente al representante consular de su país o en 
su defecto se seguirán las reglas de los instrumentos internacionales pertinentes.  
 
En todo recinto policial, Fiscalía, Juzgado y Defensoría Pública deberá exponerse en lugar visible y de forma clara los derechos de las víctimas 
y personas detenidas. 
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Artículo 16. Nadie puede ser molestado en su persona, familia, domicilio, papeles o posesiones, sino en virtud de mandamiento escrito de la 
autoridad competente, que funde y motive la causa legal del procedimiento. En los juicios y procedimientos seguidos en forma de juicio en los 
que se establezca como regla la oralidad, bastará con que quede constancia de ellos en cualquier medio que dé certeza de su contenido y del 
cumplimiento de lo previsto en este párrafo. 
(…). 
No podrá librarse orden de aprehensión sino por la autoridad judicial y sin que preceda denuncia o querella de un hecho que la ley señale como 
delito, sancionado con pena privativa de libertad y obren datos que establezcan que se ha cometido ese hecho y que exista la probabilidad de 
que el indiciado lo cometió o participó en su comisión.  
 
La autoridad que ejecute una orden judicial de aprehensión, deberá poner al inculpado a disposición del juez, sin dilación alguna y bajo su más 
estricta responsabilidad. La contravención a lo anterior será sancionada por la ley penal.  
 
Cualquier persona puede detener al indiciado en el momento en que esté cometiendo un delito o inmediatamente después de haberlo cometido, 
poniéndolo sin demora a disposición de la autoridad civil más cercana y ésta con la misma prontitud, a la del Ministerio Público. Existirá un registro 
inmediato de la detención.  
 
Sólo en casos urgentes, cuando se trate de delito grave así calificado por la ley y ante el riesgo fundado de que el indiciado pueda sustraerse a 
la acción de la justicia, siempre y cuando no se pueda ocurrir ante la autoridad judicial por razón de la hora, lugar o circunstancia, el Ministerio 
Público podrá, bajo su responsabilidad, ordenar su detención, fundando y expresando los indicios que motiven su proceder.  
 
En casos de urgencia o flagrancia, el juez que reciba la consignación del detenido deberá inmediatamente ratificar la detención o decretar la 
libertad con las reservas de ley.  
 
La autoridad judicial, a petición del Ministerio Público y tratándose de delitos de delincuencia organizada, podrá decretar el arraigo de una persona, 
con las modalidades de lugar y tiempo que la ley señale, sin que pueda exceder de cuarenta días, siempre que sea necesario para el éxito de la 
investigación, la protección de personas o bienes jurídicos, o cuando exista riesgo fundado de que el inculpado se sustraiga a la acción de la 
justicia. Este plazo podrá prorrogarse, siempre y cuando el Ministerio Público acredite que subsisten las causas que le dieron origen. En todo 
caso, la duración total del arraigo no podrá exceder los ochenta días.  
 
Por delincuencia organizada se entiende una organización de hecho de tres o más personas, para cometer delitos en forma permanente o 
reiterada, en los términos de la ley de la materia.  
 
Ningún indiciado podrá ser retenido por el Ministerio Público por más de cuarenta y ocho horas, plazo en que deberá ordenarse su libertad o 
ponérsele a disposición de la autoridad judicial; este plazo podrá duplicarse en aquellos casos que la ley prevea como delincuencia organizada. 
Todo abuso a lo anteriormente dispuesto será sancionado por la ley penal.  
(…). 
Artículo 19. Ninguna detención ante autoridad judicial podrá exceder del plazo de setenta y dos horas, a partir de que el indiciado sea puesto a 
su disposición, sin que se justifique con un auto de vinculación a proceso en el que se expresará: el delito que se impute al acusado; el lugar, 



tiempo y circunstancias de ejecución, así como los datos que establezcan que se ha cometido un hecho que la ley señale como delito y que 
exista la probabilidad de que el indiciado lo cometió o participó en su comisión. 
(…). 
 
 

 
Código Nacional de 

Procedimientos 
Penales 

CAPÍTULO VI  
POLICÍA  
 
Artículo 132. Obligaciones de las y los Policías 
El Policía actuará bajo la conducción y mando del Ministerio Público en la investigación de los delitos en estricto apego a los principios de 
legalidad, objetividad, eficiencia, profesionalismo, honradez, perspectiva de género y respeto a los derechos humanos reconocidos en la 
Constitución. 
 
Para los efectos del presente Código, el Policía tendrá las siguientes obligaciones: 
(…); 
III. Realizar detenciones en los casos que autoriza la Constitución, haciendo saber a la persona  
detenida los derechos que ésta le otorga; 
(…); 
VI. Informar sin dilación por cualquier medio al Ministerio Público sobre la detención de cualquier persona, e inscribir inmediatamente las 
detenciones en el registro que al efecto establezcan las disposiciones aplicables; 
(…). 
 
CAPÍTULO II  
LIBERTAD DURANTE LA INVESTIGACIÓN  
 
Artículo 140. Libertad durante la investigación En los casos de detención por flagrancia, cuando se trate de delitos que no merezcan prisión 
preventiva oficiosa y el Ministerio Público determine que no solicitará prisión preventiva como medida cautelar, podrá disponer la libertad del 
imputado o imponerle una medida de protección en los términos de lo dispuesto por este Código.  
 
Cuando el Ministerio Público decrete la libertad del imputado, lo prevendrá a fin de que se abstenga de molestar o afectar a la víctima u ofendido 
y a los testigos del hecho, a no obstaculizar la investigación y comparecer cuantas veces sea citado para la práctica de diligencias de 
investigación, apercibiéndolo con imponerle medidas de apremio en caso de desobediencia injustificada. 
(…). 
 
Artículo 147. Detención en caso de flagrancia Cualquier persona podrá detener a otra en la comisión de un delito flagrante, debiendo entregar 
inmediatamente al detenido a la autoridad más próxima y ésta con la misma prontitud al Ministerio Público.  
 
Los cuerpos de seguridad pública estarán obligados a detener a quienes cometan un delito flagrante y realizarán el registro de la detención.  
 
La inspección realizada por los cuerpos de seguridad al imputado deberá conducirse conforme a los lineamientos establecidos para tal efecto en 
el presente Código.  



 
En este caso o cuando reciban de cualquier persona o autoridad a una persona detenida, deberán ponerla de inmediato ante el Ministerio Público, 
quien realizará el registro de la hora a la cual lo están poniendo a disposición. 
 
Artículo 148. Detención en flagrancia por delitos que requieran querella  
Cuando se detenga a una persona por un hecho que pudiera constituir un delito que requiera querella de la parte ofendida, será informado 
inmediatamente quien pueda presentarla. Se le concederá para tal efecto un plazo razonable, de acuerdo con las circunstancias del caso, que 
en ningún supuesto podrá ser mayor de doce horas, contadas a partir de que la víctima u ofendido fue notificado o de veinticuatro horas a partir 
de su detención en caso de que no fuera posible su localización. Si transcurridos estos plazos no se presenta la querella, el detenido será puesto 
en libertad de inmediato.  
 
En caso de que la víctima u ofendido tenga imposibilidad física de presentar su querella, se agotará el plazo legal de detención del imputado. En 
este caso serán los parientes por consanguinidad hasta el tercer grado o por afinidad en primer grado, quienes podrán legitimar la querella, con 
independencia de que la víctima u ofendido la ratifique o no con posterioridad.  
 
Artículo 149. Verificación de flagrancia del Ministerio Público En los casos de flagrancia, el Ministerio Público deberá examinar las condiciones 
en las que se realizó la detención inmediatamente después de que la persona sea puesta a su disposición. Si la detención no fue realizada 
conforme a lo previsto en la Constitución y en este Código, dispondrá la libertad inmediata de la persona y, en su caso, velará por la aplicación 
de las sanciones disciplinarias o penales que correspondan.  
 
Así también, durante el plazo de retención el Ministerio Público analizará la necesidad de dicha medida y realizará los actos de investigación que 
considere necesarios para, en su caso, ejercer la acción penal.  
 
Artículo 150. Supuesto de caso urgente Sólo en casos urgentes el Ministerio Público podrá, bajo su responsabilidad y fundando y expresando 
los datos de prueba que motiven su proceder, ordenar la detención de una persona, siempre y cuando concurran los siguientes supuestos:  
 
I. Existan datos que establezcan la existencia de un hecho señalado como delito grave y que exista la probabilidad de que la persona lo cometió 
o participó en su comisión. Se califican como graves, para los efectos de la detención por caso urgente, los delitos señalados como de prisión 
preventiva oficiosa en este Código o en la legislación aplicable así como aquellos cuyo término medio aritmético sea mayor de cinco años de 
prisión;  
 
II. Exista riesgo fundado de que el imputado pueda sustraerse de la acción de la justicia, y  
 
III. Por razón de la hora, lugar o cualquier otra circunstancia, no pueda ocurrir ante la autoridad judicial, o que de hacerlo, el imputado pueda 
evadirse.  
 
Los delitos previstos en la fracción I de este artículo, se considerarán graves, aún tratándose de tentativa punible.  
 
Los oficiales de la Policía que ejecuten una orden de detención por caso urgente, deberán hacer el registro de la detención y presentar 
inmediatamente al imputado ante el Ministerio Público que haya emitido dicha orden, quien procurará que el imputado sea presentado sin demora 
ante el Juez de control.  



 
El Juez de control determinará la legalidad del mandato del Ministerio Público y su cumplimiento al realizar el control de la detención. La violación 
de esta disposición será sancionada conforme a las disposiciones aplicables y la persona detenida será puesta en inmediata libertad. 
 
Para los efectos de este artículo, el término medio aritmético es el cociente que se obtiene de sumar la  
pena de prisión mínima y la máxima del delito consumado que se trate y dividirlo entre dos.  
 
 
Artículo 151. Asistencia consular  
En el caso de que el detenido sea extranjero, el Ministerio Público le hará saber sin demora y le garantizará su derecho a recibir asistencia 
consular, por lo que se le permitirá comunicarse a las Embajadas o Consulados del país respecto de los que sea nacional; y deberá notificar a 
las propias Embajadas o Consulados la detención de dicha persona, registrando constancia de ello, salvo que el  
imputado acompañado de su Defensor expresamente solicite que no se realice esta notificación.  
 
El Ministerio Público y la Policía deberán informar a quien lo solicite, previa identificación, si un extranjero está detenido y, en su caso, la autoridad 
a cuya disposición se encuentre y el motivo.  
 
Artículo 152. Derechos que asisten al detenido  
Las autoridades que ejecuten una detención por flagrancia o caso urgente deberán asegurarse de que la persona tenga pleno y claro 
conocimiento del ejercicio de los derechos citados a continuación, en cualquier etapa del período de custodia:  
 
I.    El derecho a informar a alguien de su detención;  
 
II.   El derecho a consultar en privado con su Defensor; 
 
III.  El derecho a recibir una notificación escrita que establezca los derechos establecidos en las fracciones anteriores y las medidas                 que 

debe tomar para la obtención de asesoría legal; 
 
IV.  El derecho a ser colocado en una celda en condiciones dignas y con acceso a aseo personal; 
 
V.   El derecho a no estar detenido desnudo o en prendas íntimas; 
 
VI.  Cuando, para los fines de la investigación sea necesario que el detenido entregue su ropa, se le proveerán prendas de vestir, y 
 
VII. El derecho a recibir atención clínica si padece una enfermedad física, se lesiona o parece estar sufriendo de un trastorno mental. 
(…). 
 
Artículo 308. Control de legalidad de la detención Inmediatamente después de que el imputado detenido en flagrancia o caso urgente sea puesto 
a disposición del Juez de control, se citará a la audiencia inicial en la que se realizará el control de la detención antes de que se proceda a la 
formulación de la imputación. El Juez le preguntará al detenido si cuenta con Defensor y en caso negativo, ordenará que se le nombre un Defensor 
público y le hará saber que tiene derecho a ofrecer datos de prueba, así como acceso a los registros.  



 
El Ministerio Público deberá justificar las razones de la detención y el Juez de control procederá a calificarla, examinará el cumplimiento del plazo 
constitucional de retención y los requisitos de procedibilidad, ratificándola en caso de encontrarse ajustada a derecho o decretando la libertad en 
los términos previstos en este Código.  
 
Ratificada la detención en flagrancia, caso urgente, y cuando se hubiere ejecutado una orden de aprehensión, el imputado permanecerá detenido 
durante el desarrollo de la audiencia inicial, hasta en tanto no se resuelva si será o no sometido a una medida cautelar. 
 
En caso de que al inicio de la audiencia el agente del Ministerio Público no esté presente, el Juez de control declarará en receso la audiencia 
hasta por una hora y ordenará a la administración del Poder Judicial para que se comunique con el superior jerárquico de aquél, con el propósito 
de que lo haga comparecer o lo sustituya. Concluido el receso sin obtener respuesta, se procederá a la inmediata liberación del detenido.  
 
La omisión del Ministerio Público o de su superior jerárquico, al párrafo precedente los hará incurrir en las responsabilidades de conformidad con 
las disposiciones aplicables. 
 
Artículo 309. Oportunidad para formular la imputación a personas detenidas  
La formulación de la imputación es la comunicación que el Ministerio Público efectúa al imputado, en presencia del Juez de control, de que 
desarrolla una investigación en su contra respecto de uno o más hechos que la ley señala como delito.  
 
En el caso de detenidos en flagrancia o caso urgente, después que el Juez de control califique de legal la detención, el Ministerio Público deberá 
formular la imputación, acto seguido solicitará la vinculación del imputado a proceso sin perjuicio del plazo constitucional que pueda invocar el 
imputado o su Defensor.  
 
En el caso de que el Ministerio Público o la víctima u ofendido o el Asesor jurídico solicite una medida cautelar y el imputado se haya acogido al 
plazo constitucional, el debate sobre medidas cautelares sucederá previo a la suspensión de la audiencia. 
 
El imputado no podrá negarse a proporcionar su completa identidad, debiendo responder las preguntas que se le dirijan con respecto a ésta y se 
le exhortará para que se conduzca con verdad. 
 
Se le preguntará al imputado si es su deseo proporcionar sus datos en voz alta o si prefiere que éstos sean anotados por separado y preservados 
en reserva.  
 
Si el imputado decidiera declarar en relación a los hechos que se le imputan, se le informarán sus derechos procesales relacionados con este 
acto y que lo que declare puede ser utilizado en su contra, se le cuestionará si ha sido asesorado por su Defensor y si su decisión es libre.  
 
Si el imputado decide libremente declarar, el Ministerio Público, el Asesor jurídico de la víctima u ofendido, el acusador privado en su caso y la 
defensa podrán dirigirle preguntas sobre lo que declaró, pero no estará obligado a responder las que puedan ser en su contra.  
 
En lo conducente se observarán las reglas previstas en este Código para el desahogo de los medios de prueba. 
 



 
 

Ley Nacional del 
Registro de 
Detenciones 

Artículo 1. La presente Ley es de orden público y de observancia general en todo el territorio nacional. Tiene por objeto regular la integración y 
funcionamiento del Registro Nacional de Detenciones, estableciendo los procedimientos que garanticen el control y seguimiento sobre la forma 
en que se efectuó la detención de personas por la autoridad. 
(…). 
 
Artículo 3. El Registro consiste en una base de datos que concentra la información a nivel nacional sobre las personas detenidas, conforme a 
las facultades de las autoridades durante las etapas del proceso penal o del procedimiento administrativo sancionador ante juez municipal o 
cívico, respectivamente. Dicho Registro será administrado y operado por la Secretaría con base en las disposiciones que al respecto se emitan.  
 
Artículo 4. El Registro forma parte del Sistema Nacional de Información en Seguridad Pública y tiene por objetivo prevenir la violación de los 
derechos humanos de la persona detenida, actos de tortura, tratos crueles, inhumanos y degradantes, o la desaparición forzada.  
 
Las bases de datos contenidas en el Registro podrán ser utilizadas por las instituciones de seguridad pública con fines estadísticos, de inteligencia 
y para el diseño de políticas criminales, de acuerdo a los lineamientos que para tal efecto emita el Centro Nacional de Información y conforme a 
las leyes aplicables.  
 
Artículo 5. Con independencia de lo establecido en el artículo 3 de esta Ley, la Secretaría contará con un Sistema de Consulta del Registro que 
permita, a través de herramientas tecnológicas, consultar una versión pública de la información de las detenciones practicadas por las 
instituciones de seguridad pública, conforme a la normatividad aplicable.  
 
Artículo 6. El número de registro de la detención que otorgue el Sistema de Consulta tendrá la finalidad de establecer el seguimiento a la persona 
detenida, hasta que es puesta en libertad por parte de la autoridad competente en cualquiera de las etapas del proceso penal o administrativo. 
 
Capítulo II  
Principios que rigen el Registro Nacional de Detenciones  
 
Artículo 7. Las autoridades con acceso al Registro se regirán por los principios de disciplina, legalidad, objetividad, profesionalismo, eficiencia, 
honradez, lealtad, imparcialidad, proporcionalidad, integridad, rendición de cuentas, eficacia y responsabilidad en el tratamiento de datos 
personales y respeto a los derechos humanos reconocidos por la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos y en los Tratados 
Internacionales de los que el Estado mexicano sea parte.  
 
Artículo 8. Las disposiciones de esta Ley se interpretarán de modo que no restrinjan ni menoscaben los derechos humanos reconocidos por la 
Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos y por los Tratados Internacionales en la materia de los que el Estado mexicano sea parte.  
 
Capítulo III  
Tratamiento de los Datos Personales de la Persona Detenida  
 
Artículo 9. El tratamiento de los datos personales de la persona detenida por parte de los sujetos obligados que deban intervenir en la captura, 
ingreso, envío, recepción, manejo, consulta o actualización de información del Registro, deberá sujetarse a las obligaciones que la normatividad 
aplicable le confiera en materia de protección de datos personales. Todo tratamiento de datos personales deberá estar justificado por finalidades 
concretas, lícitas, explícitas y legítimas, relacionadas con las atribuciones que la normatividad aplicable les confiera.  



 
Artículo 10. El sujeto obligado que intervenga en la captura, ingreso, envío, recepción, manejo, consulta o actualización de la información que 
integra el Registro, deberá adoptar las medidas necesarias para mantener exactos, completos, correctos y actualizados, los datos personales en 
su posesión. Se presume que son ciertos los datos personales cuando estos son proporcionados directamente por la persona detenida hasta en 
tanto se acredite lo contrario. 
(…). 
 

   
Panamá Constitución Política 

de la República 
ARTICULO 21. Nadie puede ser privado de su libertad, sino en virtud de mandamiento escrito de autoridad competente, expedido de acuerdo 
con las formalidades legales y por motivo previamente definido en la Ley. Los ejecutores de dicho mandamiento están obligados a dar copia de 
él al interesado, si la pidiere.  
 
El delincuente sorprendido in fraganti puede ser aprehendido por cualquier persona y debe ser entregado inmediatamente a la autoridad.  
 
Nadie puede estar detenido más de veinticuatro horas sin ser puesto a órdenes de la autoridad competente. Los servidores públicos que violen 
este precepto tienen como sanción la pérdida del empleo, sin perjuicio de las penas que para el efecto establezca la Ley.  
 
No hay prisión, detención o arresto por deuda u obligaciones puramente civiles. 
 
ARTICULO 22. Toda persona detenida debe ser informada inmediatamente y en forma que le sea comprensible, de las razones de su detención 
y de sus derechos constitucionales y legales correspondientes.  
 
Las personas acusadas de haber cometido un delito tienen derecho a que se presuma su inocencia mientras no se pruebe su culpabilidad en 
juicio público que le haya asegurado todas las garantías establecidas para su defensa. Quien sea detenido tendrá derecho, desde ese momento, 
a la asistencia de un abogado en las diligencias policiales y judiciales.  
 
La Ley reglamentará esta materia.  
 
ARTICULO 23. Todo individuo detenido fuera de los casos y la forma que prescriben esta Constitución y la Ley, será puesto en libertad a petición 
suya o de otra persona, mediante la acción de hábeas corpus que podrá ser interpuesta inmediatamente después de la detención y sin 
consideración a la pena aplicable.  
 
La acción se tramitará con prelación a otros casos pendientes mediante procedimiento sumarísimo, sin que el trámite pueda ser suspendido por 
razón de horas o días inhábiles.  
 
El hábeas corpus también procederá cuando exista una amenaza real o cierta contra la libertad corporal, o cuando la forma o las condiciones de 
la detención o el lugar en donde se encuentra la persona pongan en peligro su integridad física, mental o moral o infrinja su derecho de defensa. 
(…). 
ARTICULO 155. Los miembros de la Asamblea Nacional podrán ser investigados y procesados por el Pleno de la Corte Suprema de Justicia, 
por la presunta comisión de algún acto delictivo o policivo, sin que para estos efectos se requiera autorización de la Asamblea Nacional. La 
detención preventiva o cualquier medida cautelar será determinada por el Pleno de la Corte Suprema de Justicia.  



(…). 
 

Ley 63 de 28 de 
agosto de 2008 

Que adopta el Código 
Procesal Penal 

Sección 1ª 
Aprehensión Policial y Detención Preventiva  
 
Artículo 233. Aprehensión policial. Los miembros de la Policía Nacional podrán aprehender a toda persona, aun sin orden judicial, en los 
siguientes casos:  
 
1. Cuando haya sido sorprendida en flagrante delito o cuando sea perseguida inmediatamente después de su comisión.  
 
2. Cuando se haya fugado de algún establecimiento penal o de cualquier otro lugar de detención.  
 
En caso de flagrancia, cualquiera persona podrá practicar la aprehensión e impedir que el delito produzca consecuencias. La persona será 
entregada inmediatamente a la autoridad más cercana. El agente policial que haya aprehendido a una persona la deberá conducir inmediatamente 
al Ministerio Público, que verificará de manera inmediata si hay mérito para presentarla ante el Juez de Garantías dentro del plazo establecido 
en este Código. Si la aprehensión se produce en aguas nacionales o internacionales conforme a algún convenio o tratado internacional sobre 
Derecho del Mar, el agente captor deberá conducir a la persona aprehendida al Ministerio Público en el término de la distancia.  
 
El incumplimiento por parte del agente de policía dará lugar a las responsabilidades administrativas y penales que correspondan. 
 
Artículo 234. Flagrancia. Existe flagrancia cuando la persona es sorprendida y aprehendida al momento de cometer una conducta punible.  
 
También se consideran como estado de flagrancia delictiva:  
 
1. Cuando la persona es aprehendida inmediatamente después de cometer la conducta punible y como resultado de la persecución material, o 
por motivo de petición de auxilio de quien o quienes presencien el hecho.  
 
2. Cuando la persona es aprehendida inmediatamente después de cometer una conducta punible y alguien la señala como autora o partícipe, 
siempre que en su poder se encuentre algún elemento probatorio relacionado con el delito.  
 
Artículo 235. Orden de aprehensión y conducción por el Ministerio Público. El Ministerio Público podrá ordenar que una persona sea aprehendida 
cuando existan elementos de convicción suficientes para sostener razonablemente que es autora o partícipe de un delito y cuando la investigación 
así lo amerite. En este caso, el Ministerio Público deberá poner a disposición del Juez de Garantías a la persona aprehendida dentro de las 
veinticuatro horas siguientes a su recibo, quien controlará si concurren los motivos que la justifiquen y el cumplimiento de este plazo.  
 
De igual forma, se podrá conducir de manera excepcional a cualquier persona cuando la investigación requiera de su presencia en el Ministerio 
Público. 
 
Artículo 236. Colaboración de las Autoridades Tradicionales Indígenas. En los asuntos que sean de competencia de las Autoridades 
Tradicionales Indígenas estas podrán, a prevención, aprehender a las personas, recabar las pruebas necesarias y remitirlas a la autoridad 
competente.  



 
Las personas implicadas podrán recurrir a una instancia superior cuando lo consideren necesario.  
 
Artículo 237. Detención provisional. El Juez de Garantías podrá ordenar la detención provisional de una persona cuando se proceda por delito 
que tenga señalada pena mínima de cuatro años de prisión, y exista evidencia que acredite el delito y la vinculación del imputado, así como 
posibilidad de fuga, desatención al proceso, peligro de destrucción de pruebas o de que pueda atentar contra la vida o salud de otra persona o 
contra sí mismo.  
 
Excepcionalmente, cuando se trate de una persona cuya residencia fija no esté en el territorio nacional o en los casos en que a juicio de la 
autoridad competente se encuentre razonablemente amenazada la vida o la integridad personal de una tercera persona, el Juez podrá decretar 
la detención provisional aun cuando la pena mínima del delito imputado sea menor de cuatro años de prisión.  
 
También se decretará la detención preventiva del acusado que no se presente a la audiencia del juicio oral, la que se dictará por el Tribunal de 
Juicio a solicitud del Fiscal.  
 
La detención provisional no será mayor de un año, salvo el supuesto previsto en el artículo 504 de este Código.  
 
Artículo 238. Excepcionalidad de la detención provisional. La detención provisional en establecimientos carcelarios solo podrá decretarse cuando 
todas las otras medidas cautelares resulten inadecuadas. Si el imputado fuera una persona con discapacidad, se tomarán las precauciones 
especiales que el caso requiera para salvaguardar su integridad personal.  
 
Salvo que existan exigencias cautelares de excepcional relevancia, no se decretará la detención provisional cuando la persona imputada sea 
una mujer embarazada o que amamante su prole, una persona que se encuentre en grave estado de salud, una persona con discapacidad y con 
un grado de vulnerabilidad o una persona que haya cumplido los setenta años de edad. 
 
Igual situación se dará cuando el imputado sea una persona tóxico-dependiente o alcoholdependiente, que se encuentre participando en un 
programa terapéutico de recuperación en una institución de salud legalmente autorizada, siempre que la interrupción del programa pueda 
perjudicar la desintoxicación del imputado. Los jueces deberán comprobar que la persona dependiente recibe efectivamente tratamiento en un 
programa de recuperación. 
(…). 
 
Capítulo V  
Medidas de Protección a Víctimas, Testigos y Colaboradores 
 
Artículo 331. Protección a la víctima. En los delitos donde se pueda ver afectada la seguridad personal de la víctima, el Fiscal, el Juez de 
Garantías o el Tribunal de Juicio podrá aplicar cualquiera de las siguientes medidas protectoras: 
(…). 
7. Someter a terapia sicológica o siquiátrica al agresor mientras dure el proceso. El incumplimiento de una cita de manera injustificada conlleva 
detención provisional hasta por una semana. 
(…). 
 



Artículo 333. Medidas especiales de protección a la víctima de violencia doméstica y otros delitos. En los delitos de violencia doméstica, delitos 
contra la libertad sexual, maltrato a personas menores de edad, lesiones personales y trata de personas, así como en los delitos donde se pueda 
ver afectada la seguridad personal de la víctima, el Fiscal, el Juez de Garantías, el Juez Municipal o el Tribunal de Juicio podrá aplicar cualesquiera 
de las siguientes medidas protectoras: 
(…). 
2. Ordenar que el presunto agresor por violencia doméstica utilice cualquier instrumento de seguridad con receptor en la víctima, mientras dure 
el proceso, conminándolo a que no se acerque a esta menos de doscientos metros. En el caso de que se incumpla esta orden, se ordenará la 
detención del presunto agresor mientras dure el proceso. Ante la imposición de esta medida, la víctima será siempre informada del riesgo que 
implica para su vida el acercarse a menos de doscientos metros del presunto agresor. 
(…). 
12.Ordenar al presunto agresor asistir a terapias sicológicas o siquiátricas, mientras dure el proceso. El incumplimiento de una de las citas 
impuestas por esta medida conllevará detención provisional hasta por una semana. 
(…). 
 
Título VI  
Procedimiento Directo 
 
Artículo 461. Oportunidad y requisitos. Se aplicará el procedimiento directo para conocer y fallar los hechos respecto de los cuales el Fiscal 
requiriera imponer al acusado una pena no superior a cuatro años de prisión.  
 
Este procedimiento se aplicará en cualquier momento, previo a la apertura del juicio, cuando concurran las siguientes circunstancias: 
 
(…). 
3. Que el imputado sea detenido en flagrancia, acepte su participación en el hecho y se encuentre sujeto a detención preventiva o medida cautelar 
equivalente. 
(…). 
 
Capítulo IV  
Procedimiento para Asuntos Complejos  
 
Artículo 502. Autorización judicial. Cuando la tramitación sea compleja por causa de la pluralidad de hechos o del elevado número de imputados 
o de víctimas, o por tratarse de casos de delincuencia organizada, el Juez, a solicitud del Fiscal, podrá autorizar por resolución fundada, la 
aplicación de las normas especiales previstas en este Capítulo.  
 
Artículo 503. Fundamentación de la solicitud. La solicitud de autorización para la aplicación de este procedimiento especial deberá 
fundamentarse. El Juez la resolverá dentro del plazo de tres días.  
 
La autorización podrá ser revocada, en cualquier momento, de oficio o a petición de quien considere afectados sus derechos por el procedimiento.  
 
Artículo 504. Efectos. Una vez autorizado el procedimiento, producirá los siguientes efectos:  
 



1. El plazo de detención preventiva se extenderá hasta un máximo de tres años. 
(…). 
 
Capítulo II  
Extradición Pasiva 
(…). 
 
Artículo 525. Detención provisional. La solicitud de detención provisional deberá estar acompañada de la promesa formal del Estado requirente 
de presentar la solicitud de extradición dentro de un término no mayor de sesenta días, contado a partir de la detención de la persona requerida.  
 
El Ministerio de Relaciones Exteriores una vez recibida la solicitud de detención provisional con fines de extradición, si considera que es 
procedente, la remitirá a la Procuraduría General de la Nación, que ordenará la aprehensión de la persona requerida y de todos aquellos artículos, 
bienes u objetos que pudieran ser considerados como pruebas o provenientes del delito y, dentro del término de cuarenta y ocho horas siguientes 
a la privación de libertad, deberá ponerlos a disposición de la autoridad judicial competente en extradición, quien controlará si concurren los 
motivos que la justifiquen y el cumplimiento de este plazo.  
 
La autoridad judicial competente, luego de la evaluación correspondiente, podrá ordenar la detención provisional con fines de extradición de la 
persona, por un plazo de sesenta días, dentro del cual el Estado requirente deberá formalizar la solicitud de extradición y cumplir con los requisitos 
previstos en este Código. A la vez, podrá ordenar la aprehensión de aquellos artículos, bienes u objetos que pudieran ser considerados como 
pruebas o provenientes del delito.  
 
Durante el periodo de detención provisional, la persona requerida se mantendrá a órdenes del Ministerio de Relaciones Exteriores.  
 
La responsabilidad que se derive de la detención provisional corresponderá exclusivamente al Estado que solicitó la medida. 
 
Artículo 526. Levantamiento de la detención provisional. La detención provisional ordenada quedará sin efecto en caso de que:  
 
1. Sea solicitada con fundamento en un tratado o acuerdo de extradición con vigencia posterior a la fecha de la solicitud de detención provisional.  
 
2. La solicitud de extradición y sus documentos sustentatorios no hayan sido remitidos dentro del término de sesenta días, contado a partir de la 
fecha de la detención de la persona requerida.  
 
3. La información adicional que haya solicitado el Ministerio de Relaciones Exteriores no haya sido remitida dentro del término señalado. De 
darse alguna de las situaciones previstas en los numerales anteriores, se ordenará la libertad inmediata de la persona requerida, previa solicitud 
de la Procuraduría General de la Nación o de la parte interesada ante la autoridad judicial competente. 
 
Artículo 527. Solicitud de nueva detención. La libertad ordenada conforme el artículo anterior, no impedirá que el Estado requirente solicite la 
extradición formal y, en consecuencia, el reinicio del proceso de extradición, para lo cual la autoridad judicial competente podrá ordenar la 
detención de la persona requerida.  
 



Artículo 528. Orden de arresto. Una vez el Ministerio de Relaciones Exteriores reciba la documentación formal de extradición y esta cumpla con 
los requisitos de forma establecidos en el artículo 521, remitirá copia de toda la documentación a la Procuraduría General de la Nación, que 
delegará en una fiscalía el deber de presentarla ante la autoridad judicial competente a efecto de que se disponga, en audiencia, la prisión formal 
hasta que se culmine con el proceso de extralimitación conforme a las disposiciones de este Código. 
 
Artículo 529. Audiencia de comparecencia. La persona que haya sido detenida con fines de extradición será conducida inmediatamente ante el 
Juez que ordenó la detención. La comparecencia se realizará con la participación del Ministerio Público, que asume la representación del Estado 
requirente para todos los fines del proceso de extradición. 
 

Fuente: Portales Web de Instituciones oficiales de Argentina, Bolivia, Chile, Colombia, Ecuador, México y Panamá  
Elaboración: Área de Servicios de Información y Seguimiento Presupuestal (ASISP) 

 
 

 


